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PODER JUDICIAL

PRIMERA SALA DE LA CÁMARA CIVIL Y COMERCIAL DE LA
CORTE DE APELACIÓN DEL DISTRITO NACIONAL

PROL NUMERO:_19;

Fecha: 17 de enero de 2023: Hora inicio: 10:18 A.M.

Jueces que presiden: Marilyn Mitsa, Víctor Peña v Damlo CarabalJo.

Secretario: Ravwond Sónchez.

PARTE ÍS) RECURRENTE ÍS):

Licenciada Marieli Espinal conjuntamente con el licenciado José La Paz Lantigua en

representación de la parte recurrente.

-  Con relación con el aplazamiento lo damos por conocido los documentos porque

básicamente, lo único que sube el tribunal lo que produce, lo que produce aparte

ya lo conocemos.

PARTE ÍS) RECURRIDA íS):

Licenciado José García y conjuntamente con el licenciado José Henrique Pérez en
representación del Plan de Reestructuración Conciliador Muñe.

-  Queremos solicitar que tanto el recurso como la decisión que está siendo apelada

sea publicada en la página web del Poder Judicial, con la finalidad de darle

publicidad al presente recurso y que se ordene una prórroga a la comunicación

de documentos.

Licenciado Carlos Almonte en representación de la entidad Munne.

-  Que nos adherimos al pedimento solicitado por el conciliador, a los fines de que
se genere una mayor publicidad a esta audiencia, a los fines de tomar

conocimiento formal de que se trata y en una próxima audiencia presentar

conclusiones.
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PRIMERA SALA DE LA CÁMARA CIVIL Y COMERCIAL DE LA
CORTE DE APELACIÓN DEL DISTRITO NACIONAL

LA CORTE:

Primero: Aplazar el conocimiento de la presente audiencia a los fines de que la

secretaria de esta sala gestione y publique en la página web del poder judicial el

conocimiento del presente recurso de apelación, así también como la fecha de la

próxima audiencia que tendrá lugar el 15 de marzo de 2023, a las 9:00 horas de la

mañana; Segundo: Dentro de ese mismo plazo para que tengan hasta el día 1 de marzo

de 2023, primer plazo en cuanto a la prórroga de la comunicación de documentos

depositar y vencido ese plazo para que tengan comunicación; Tercero: Vale citación

para las partes debidamente representadas.

PODER JUDICIAL | REPÚBLICA DOMINICANA
Mdrilyn M. Musa Valerio
Henry Segarra Catano

Documento firmado digltalmente. puede validar su Integridad en el siguiente enlace:
https://fiíma.poder)udlclal.gob.do/¡nbox/app/poderjudiclal/v/fal03c7f-f7d6-4825-8efe-85107017d60e
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2  /Recurso tk apctación.
Q ¡pyr (j ̂  ̂

de Sanio Domingo. Distrito Nacional.En Ja ciudad

Oéri.
República Dominicana, a los

( te. ) días del mes de agosto del año dos mil veinte y dos (2022).——

Actuando a rcquerimicnto de los scik>rcs; I, ENMA.MIEL RAFAEL CASTEl.l.ANOS. dominicano,
abogado, casado, mayor de edad, abogado, portador de la cédula de identidad y electoral No.0.^6-0
6, donitciliado pura los fines de la presente instancia en la calle Casiillo Nu.2l. segundo piso, de esta
ciudad de San Francisco de Macoris. provincia Duartc. República Dominicana, 2.- FRANCISCO ANT.
FRANCISCO TRINIDAD, dominicano, abogado, casado, mayor de edad, con cédula de identidad y
eleciural No. 056-(X)77.S23-2. <k>mici}iadu y residente pant los fines de la presente iii.st3ncia en la caite
Castillo No.21. seguiulu pis^>. de esta ciudad de San Francisco de Macorís, provincia Duarte. República
Dominicana: 3.- HECTOR MA.MJEL CASTELLANOS, dominicano, radio técnico, soltero, ntayor de
edad, con cédula <k identidad y electoral No. 056-(X)i37KK-X, domiciliado y residente para los fines de la
presente instancia en la calle Castillo Nü.2I. segundo piso, de esta ciudad de San Francisco de Macorís.
provincia Duarte, República Dominicana; 4.- MARIELLY ALTAGRACIA F.SPINAL B.ADIA.
dominicana, mayor de edad, casada. Licciviada en Derecho, portadora de lo cédula de identidad y electoral
No.056-0(l74562-3. domiciliada y residente en la calle Angel María Liz número 8 (r>cho). segundo bloque,
de la urbanización Caperuza I, de la ciudad de San Francisco de Macorts. provincia Duarte, República
Dominicana; 5,- ANTONIO SOBRINO VICENTE, dominicano, mayor de edad, casado. Ingeniero en
EIcctrónica-CorTtcrciaritc, portador de la cédula de identidad y electoral No.056-0081484-1, domiciliado
y residente en la calle Angel María Liz número 8 (iKho), segundo bloque, de la urbanización Capcni/a I.
de la ciudad de San Francisco de Macorís, provincia Duartc, República Dominicana; 6.- MASSIEL
SOBRINO F.SPÍNAL. dominicana, mayor de edad, casada, Doctora en Medicina, portadora de la cédula
de identidad y electoral No. 402-2419118-5, domiciliada y residente en la calle Angel María Liz número
8 (ocho), segundo bloque, de la urbanización Caperuza I, de la ciudad de San Francisco de Macorís.
provincia Duartc. República Dominicana; 7.- MARIAN SOBRINO ESPINAL, dominicana, mayor de
edad, soltera. Licenciada en Administración de Empresas, portadora de la cédulas de identidad y electoral
No.OSó-Ü 162387-8. domiciliadas y residentes en la calle Angel María Liz número 8 (ocho), segundo
bloque, de la urbanización Caperuza I, de la ciudad de San Francisco de Macorís, provincia Duarte,
República Dontinicana; X.- MILAGROS PAULINO SANTOS, dominicana, mayor de edad, soltera,
empicada privada, portadora de la cédula de identidad y electoral No.056-0037K50-K, domiciliada y
residente en la calle Castillo No.2l. de la ciudad de San Francisco de Macorís; 9.- LUIS ES^EOUIEL

GONZALEZ ESPINAL, dominicano, mayor de edad, soltero, Licenciado en Coinuntcación Social,
portador de la cédula de identidad y electoral número 402-24X()47()-4, domiciliado y residente en la calle
Ovidio Fontana número once (I I). de la urbanización Piña 11, de la ciudad de San Francisco de Macorís.

provincia Duarte. República Dominicana; 10,- FZEOUIEL JOSE GONZALEZ E.SPINAL.
dominicano, mayor de edad, soltero, portador de la cédula de identidad y electoral número 402-14X70.^6-
6. domiciliado y residente en la calle Ovidio Fontana número once {11), de ta urbanización Piña II. Je la
ciudad de San Frattcisco de Macorís, provincia Duarte, República Dominicana; 11.- FIDES MARIA
ESPINAL MARTINEZ PE GONZALEZ, dominicana, mayor de edad, casada. Licenciada en l>crccho.
portadora de la cédula de identidad y electonii número (056-(X)6X 160-4, domiciliada y residente en la calle
Ovidio Fontarta número orKC (II), de la urbanización Piña H. de la ciudad de San Francisco de Macorís,

puuviricia Duarte, República Dominicana; 12.- EZEOIIIEL ANTONIO GONZ/\LEZ CORNELIO.
dominicano, mayor de edad, casado. corrKrciantc. portador de la cédula de identidad y electoral número
055-0021627-9, domiciliado y residcmc en la calle Ovidio Fontana número once(l l). de la urbanización
Piña II, de la citidad de San Frartcisco de Macorís, provincia Duartc, República Dominicana; 13.-
FLERIDA BERTILIA .MARTINEZ DE ESPINAL, dominicana, mayor de edad, de oficios
dontésticos, portadora de la cédula de identidad y cicctttral número 056-0068214-9, domiciliada y
residente en la calle Ovidio Fontana número once (II), de la urbanización Piña II, de la ciudad de San
Francisco tle Macorís, provincia Duarte, República Dontinicana; 14.- LORENZA GUILLERMi.VA

CARNELIO Y CAPELLAN, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios domésticos, portadora de
la cédula de identidad y ckcloral número 056-0068147-t. domiciliada y residente en la calle Ovidio
Fontana número once (11). de la urbanización Piña H. de la ciudad de San Francisco de Macorís, provincia
Duarte, República Dominicana; 15.- JOSE LAjNTIGUA ORTIZ. duminicano, mayor de edad, soltero,
abogado, portador de la cédula de identidad y electoral número 402-2646540-5, domiciliado y resideige
en la casa No. 169. de la calle "Santana", del sector "Capacito", de la ciudad de San Francisco de Macorís.
provincia Duarte. República Dorainicaiia; 16.- PRISCILLA LANTIGUA ORTIZ. dominicaita, mayores
de edad, soltera, doctora en medicina, portadora de la cédula de identidad y electoral núittcro 402-
2730125-2. domiciliada y residentes en la casaNo.169. dcla calk "Santana", del sector "Capacito", de la



ciudad de San Francisco de Macoris, provincia Diiarte. República Dominicana; 17.- JULIAN JOSE
FLORF..S DI AZ, dominicano, mayor de edad, soliere. Ingeniero Civil, portador de la cédula de identidad
y electoral núinorn 056-0169246-9, drnnkiliado y residente en la calle Penetración casa número cuatro
(4), Residencial Piñal del Jaya, de la ciudad de San Francisco de Macoris, provirKÍa Duartc República
Dominicana; 18.- MARIA FORTUNATA DIAZ RODRIGUEZ, dominicana, mayor de edad, soltera,
portador de la cédula de identidad y electoral número 056-00W.Í48-Í), domiciliada y residente en la calle
Penetración casa número cuatro (4), Residencial Final del Jaya, de la ciudad de San Francisco de Macorls,
provincia Duanc, República Dominicana; 19.- MARIA K.STKLA DIAZ RODRÍC1JF7. dominicana!
mayor de edad, soliera. Maestra, portadora de la cédula de identidad y electoral número 056-0005568-4.
domiciliada y residente en la calle Penetración casa número cuatro (4). Residencial Pina! del Jaya. de la
ciudad de San Francisco de Macoris. provincia Duanc. República Dominicana; 20.- HEYDI JOSEFINA
FLORES BRETON, dominicana, mayor de edad, casada, empleada privada, portadora de la cédula de
identidad y elecíoral número 056-0112326-7. domiciliada y residente eii la calle Mostos número ocho (K).
Sector San Vicente de Paúl, de la ciudad de San Francisco de Macoris, provincia Duartc: 21.- ELSA
MARILYN BRETON, dominicana, mayor de edad, soltera, etnplcada privada, iwrtadora de la cédula de
identidad y ciccioral número 056-0004389-6. domiciliada y residente en la calle Mostos número ocho (8).
Sector San Vicente de Paúl, de la ciudad de San Francisco de Macoris, provincia Duartc República
Dominicana; y. 22.- NURY CELESTE BRETON SANTOS dominicana, mayor de edad, casada,
médKo, piírtadora de la cédula de identidad y electoral número 056-0068123-2, respectivamente!
domiciliada y residente en la calle Mostos número «ho (8), Sector San Vicente de Paúl, de la ciudad de
San Francisco de Macoris. provincia Duartc, República Dominicana, en su calidad de depositantes-
acreedores afectados del manejo doloso de Munnc. S.R.L.. y sus directivos; quienes tienen y mantienen
como .sus abogados constituidos y apoderados especiales al DOCTOR FRANCISCO A. FRANCISCO
T.. y al LICENCIADO JOS^ L.A PAZ I.ANTICUA BALBUENA, dominicanos, mayore.s de edad,
casadtxs, ahogados de tos Tribunales de ¡a República, titulares de tas cédulas de identidad y electoral
números 056-0077523-2 y 056-0079.t8l-.t. inscritos en el colegio de abogados bajo los números 7060-
20-89 y 5556-562. con correo electrónico común maricllvespinalbadia@hQtmaií.Cüm. con estudio
profesional común abierto en la calle General Manuel Maria Castillo Medrano, No. 21. segundo nivel de
la ciudad de San Francisco de Macori.s. provincia Duartc. República Dominicana, y domicilio ad-doc en
la Avenida 27 de Febrero esquina Winston Churchil. edificio Plaza Central, tercer nivel, suite A 3438, de
la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional. República Dominicana, que es donde se encuentra ubicada
la Oficina Holguin y Díaz. Abogados Con.suliorc.s (Lic. Jorge Díaz), todos en calidad de acreedores
garantizados, lugar donde hacen elección de Hnminihfl^nii'ijct^ucridorcs para los fines y consecuencias del
presente acto.-— ' ...

Yo. I¡ l'Wf
If

t3535

Expre^menie y en virtud del anterior rcquerimieñrarííeíittasiídadapQr separado, déniro ios límites
de mi juri.sdicción a los siguientes lugares: PRIMERO; A la Avenida ífoirvarmjit«n:q;495.(£ÍíiAo no\'cota
ycincü). Torre Bolívar 195 (ciento noventa y cinco), Suite iü02 (un mil dos), piso [0(díez7.ta Esperilla,
de la ciudad de Santo Doiningo de Guzmán, Distrito Nacional, República [X>minicana, que es donde se
encuentra establecido y declarado, el domicilio profesional del Licenciado José Enrique Pérez Germán,
en^alidad de ̂ recurrido y Conciliador del Proceso de Reestructuración de la sociedad comercial Munné,'

allí, hablando personalmente con
quien me dijo ser

del LICENCIADO JOSÉIRIOUE PEREZ GERMANry tener calidad para recibir actos de esta naturaleza; SECUNDO: A la
Avenida Máximo Gómez, número 109 (ciento nueve), del Distrito Nacional, que es donde se encuentra

ll

establecido el domicilio social de la entidad-oidicrcial MUNNfoS. R. L.. en calidad de co-rccunida; y
una vez allí, liando pcrsot^mente coty ^ , quien
trx; dijo ser de^tltcha entidad comercial, v tener
calidad para recibir act^s de esta DattrratgfaTv. TERCERO; A la calle C/O Bwork, calle Luis Lembeil
esquina Meribcrto Peier, Plaza Maché, Easanche Naco, de la ciudad de Samo Domingo 10123. es
donde se encuentra el domicilio ad-hoc de los LICENCIADOS IL\YMUNDO J. HACHE A.,
Carlos moisés ALMONTE y FR/\NCISC0 ALVAREZ Martínez, en calidad de abogados
constituidos d^a eptid^comercial Munrf. S. R. L.; y una vez alli, hablando personalmente c<*i

—  quien me dijo ser



LrVXÍt ác tos LICKNCIADOS RAY.MUNIK) J. HACHE A..
'ARIOS Moisés ALMONTE y francisco AI.VARF/- MARIINEZ; y icticf calidad para
recibir actos de esta naturaleza: CE HE LEIDO, NOTIFICAIS V DEJADC). POR SEPARADO, A
MIS REQUERIDOS, LICENCIADO JOSÉ ENRIQUE PÉREZ GERMÁN, MUNNÉ S.R.U. V
LICENCIADÍ)S RAYMUNDO J. HACHE A.. CARLOS MOISES ALMONTE Y FRANCISCO
ALVAREZ MARTINEZ, copia fiel al original del presente acto, mediante el cual, mis rcqucridores,
señores 1. ENMANUEL RAFAEL CASI ELLANOS. 2.- FRANCISCO ANT. FR.\NCISCO
TRINIDAD 3.- ilF-CrOR MANUEL CASTELLANOS; 4.- MARIELLV Al.TAGRACIA
FSPINAL BADIA; 5.- ANTONIO SOBRINO VICENTE: 6.- MASSIEL SOBRINO ESPINA: 7.-
M\RIAN sr^RRINO ESPINAL: 8 - MILAGROS PAULINO .SANTOS: 9 - LUIS EZ-EQUIEL
GONZALEZ ESPINAL: 10 - FZEOUIEL JOSE (iONZALEZ ESPINAL: 11- FIDES MARIA
ESPINAL MARTINEZ DF. GONZALEZ: 12 - EZEOL lEL ANTONIO GONZALEZ CORNELIO:
U- FI.FRIDA BFRTILIA MARTINEZ DE ESPINAL: 14.- LORENZA (iUII.LERMINA
r VRNF.UO V CAPELLAN: 15.- -lOSE LANTIGUA ORTIZ: 16 - PRISCILLA LANTIGUA
ORTIZ 17- JULIAN JOSE FLORES DIAZ: IX - MARIA FORTUNATA DIAZ RODRIGUEZ:

ESTELA DIAZ RODRIGUEZ: 20.- IIEVDI JOSEFINA FLORES BRETON. 21-
FLSA MARILYN BRETON: 22 - NURY CELESTE BRETON SANTOS, inteiponcn formal recurso
de apelación contra de Decisión núm.l532-2022.SAUT-0004L Espediente No.l532-20I9-EREE-
00005, dictada en fecha veinte y dos (22) de julio del ano 2022 (dos mil veinte y dos), por la Décima Sala
de la Cámara Civil del Juzgado de Primera Instaneia del Distrito Naeional. en sus atribuciones de Tribunal
de Reestructuración y Liquidación de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuya parte dispo.sttiva se
transcribe más adelante, por las violaciones legales a las normas del debido proceso y la tutela judicial
efectiva, y vulneraciones a los principios do estabilidad jurídica, de seguridad jurídica, de irretroactividad;
de la oponibilidad: de especialidad, de la publicidad; de la igualdad; de la legalidad, razonabilidud.
favorabilidad, violación de la ley. en vez de tener «1 control de ella: entre otros vicios, violaciones y
agravios, denunciados en el cuerpo del presente recurso, vulnerando el onfcn público.

A los mismos requerimientos, elcccitin de domicilio y demás meiKioncs procesales, y siempre hablando
con las personas con quienes he dicho haber hablado, en los lugares de mis respectivos traslados, antes
consignados, le he notificado a cada uno de mis requeridos por separado, que mis requerientes, por medio
del presente acto les citan y emplazan para que dentro del plazo de la octava franca de ley. comj»rezcan
confwme fuere de derecho, por ante la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación Del/
Departamento Judicial de! Distrito Nacional, en atribuciones de Reestructuración y Liquidación, la cuaf
celebra sus audiencias en uno de los localtts ubicados en el Palacio de Justicia del Centro de los Héroes ̂
Constanza. Maimón y Estero Hondo, segundo piso. Distrito Nacional, Reptjblica Dominicana, ubicado en,
la calle Hipólito Herrera Billini a esquina calle Juan B. Pérez, del Distrito Nacional. República
Dominicana (antiguo edificio que alojaba la Honorable Suprema Corte de Justicia), para conocer del
presente recurso de apelación, el cual se encuentra sustentado en los fines y medios siguientes.

CRONOLOGÍA

.1.- Que. con motivo de una solicitud de levantamiento de hipotecas judiciales provisionales de inmuebles
y sobreseimiento de demandas en validez de hipotecas judiciales, realizad^ por el COTciliai^ en fecha J^3
de julio de 2022. el tribunal a quo dictó la Decisión dúm.l532-2022-SAUT-0004L Espediente No. 1532-
20I9-EREE-OOOOS, en fecha veinte y dos (22) de julio del año 2022 (dos mil veinte y dos), cuya pane
dispositiva dice asi: PRIMF.RO; En cusnio al fondo, acoge la solieiiud óc Icvaniamicrno de Itipoiccw judiciales
provwionalw det inmueWe y sobreseiniiciMo de demanda» en validez de hipoiecas jiidiciatc». presentada pw et ticenciado José
Enrique Pérez, en calidad de cofWitiador del proce» de reeslnicluración seguido a la entidad Munné. S.R.L.. por ser ju^ y
reposar sobre base legal. SEGUNDO Ordena al Rcgiurador de Títulos de San Francisco de Macori» la can«lac»ón o
levaniamicnio de toda» ios hipotecas que afcclan los siguientes inmuebles; A) Inmueble ideniificado cotw solar 4 manzana
13ÍI del Disirito Cttascral No.Ol de San Francisco de Mnewis. Provincia Dunne, Matrícula 100000262.3. con um extensjM
superficial de 1.774,59 metros cuadnukR; B) Inmueble tdcnlifKado como solar 1 déla manzana 146 del Dúlnio ̂twiril Na
l San Francisco de Macorís. matricula 1900002622. con una extensión superficial de 5.027.05
kkntificado como sobr 6 de la manzana 146 del Distrito Catastral No, I. San Francisco de Macorii.
con una extensión superficial de 1.512.84 mcuo» cuadrados, propiedad de la compañía Munné. S.R.L; TERCERO. tMcna al
Registrador de Títulos del Distrito Nacional la cancelación o levaniamicnlo de lodas las hipotecas que afectan el inmueble
identificado como Pwccla núm, SÓ-PROV-B. porción C. Distrito Catastral núm^4. Distrito
0100064738. con una exlcnsión superficial de 5.050 DO metro» cuadrados, propiedad de la compañía Munné. S.R.L. CUARTIE
Ordena a la deudor* Munné. S.R.l.. depositar ame cslc tnbunal la documentación necesaria que dcmucsirc que no mantiene
deuda con el Banco de Reservas de la República Dominicana, y que por lo tanto cuenta con la documentación ̂  dcnnic^
que ks préstamo, hipotecarios que pesan sobre los inmuebles referidos como solar 4 manzana 138 del D^lo ̂ «1 num.
01 de Sm FriftciKode Macorifc Provincia Duarte. matricula 1900002623. con una extensión superficial do ̂ 59 ineiro.
cuadrados y el solar I de U manzana 146 del Distrito Cattsiral núm. I. San Francisco de Macori^ i^ncuía 1900002622. con
tma cxifmión superficial de 5.027,05 metros cuadrados, ya fueron saldados. QUINTO Ordena ■ la Prtmera y Segunda Sala de

A¿i_



todemanbas en valide/ de hipoteca judici.» provivional y c.hfo «fc pwos. inecfpucsu» por k» «fc«e5 Stiwriin Ro» AKa«do
l^r w "i r tmm..üel Rafael r«cell.iK«, FrarK'mo Ank«u> Fnmciwo Tmiidad."Ileeii r Manuel t aoelluiK.s. Manelly Ahagracu F.sp.m.1 Badis. Am.mk) Sobrino VicetHc, Marian Sobrino Kspinal Ma«iel
&vhrinü I spinal, Milugo» Pniilimv SanlcK. I uis h/e<,uicl «hwúIc/ Espinal. Kwqoiel Ji>si Ck.n/ilc/ Kjannal Fides María
ksp.nal Man.nc/dc(.on/álc/, F/eqoicl Anioniotkm/akv CoriKlio, FIcrKla Benilia Maninc/.le fcspmal. üwn/a (iniUcrmin.
Uimelio y C apcikm. Aimí Untigua Oniz. Prise.lü Laiiiigua Oni/. Jiituin Arsé Florc-v Día/, M.irk F Dia/ R.HJiieue/ María
-..sicla Iba/. K^Jnguc/, Heydi i.^clina Flores Wrekin. 11.a Mar.lyn Brct.in y Nurys Celesie Bretrtn Sanios de Fk«s. miábanle

SLX K) Ordena a la Scgiuida Salu de la Cainuru C iv il y Coiiimial del Ju/gudo de Primera tiisiancia del lAarilo Judicial de
lAianc. iksapodcrafNe y remitir orne esic tribunal de reestiueturaciiin los expedientes Ibnnndos en ocasión de las demandas en
valide/de hipuiex-ajudicial prov isional y cobro de pesos. inieipueMaMiH-diante losaetos núms. 7ÍI-ÍOI9 79-"^19 1)20-2019
2.0-.OI9 y 13W.2019. inii^sius. rcspcctivamcnie. por k» scftorvs Hécior Manuel Owcllanos. Francisco Amonio Franciscíi
Trinidad, knmanucl Castellanos Paulino. Bcikis I)cl Socorro íktlo Tavcms. CHga María Helio Taveras. lépidn Alfonso
Animar Oniz. Strarlm Rosa Alvarado. Josmcry Roso Alvarado, Ma.iclly Alt. Espinal Badia. Aninn.o Sobrino Vicente .Marian
^ino Fspwl. Massicl Sobrino Espinal. Milagros PaiiliiHi Santo». Luis Ezcquicl Oon/álc/ Espinal. Fides María Espinal
Maninc/ de Gómale/. F.«t,uicl A»é Oon/ále/ Espinal. E/cc,uiel Antonio Gon/ilez Cornclio. Flérida Berlilia Marline/ de
F..s^mil. Uron/a Ouillcrmiiw Comclio y Capellan. Jns¿ l antigua (Jrtiz. PrisciHa Laniigua Oni/. Juliin Jo»¿ Flores Día/, Mario
F. Dio/ Rwlnguw. María Estela Día/ Rodrigue/, llcydi Josefina Flotes Bretón. Nury Celeste Bretón Santos De Flores. Elsa
Marilyn lírcnon. Ynmaculad» Concepción Esmurdoe. Paola inmoeulada Juuquin Esmurdoc. Luis Antonio Lsmurdoc. Dominco
Amonio Jo^in Eabian. Josí l.ui» Rosa Hieiano. Mari» Lii/ Alvarado de Rosa, Smarlin Ri»a Alvarado. Josmcirv Roso
Alvtirado Noreo Ehgio Rosa Iliciono y Hcetof de Jesús Cordero Gon/ole/; por las razones expuestas en el cuerpo de esto
decisimi, .M.P riMO: talara esta decisión ejecutonn. no obstante, cualquier recurso que com« la misma pucdu ser interpuesto
«gun lü dispuesto en los aiiieulo» 25 liieral ij dchi Ley y .39 del RcglofiKnio. OCTAVO; (Vdena a la Secretaria mitinear esto
decisión al Coneiíindor a los acreedores que figunm con hipotecas tudiciales inscritas, a la deudora y a los abogados que
rc^-.-vemaii a cada una de las portes. ii.x¡ coimi a la Primera y Segunda Sala de b Cámara Civil y Comercial del iu/godo de
Pnmcra Insianeiu del lAsmio Judicial de Duarie. al Rcgi.Mrador Je Títulos de San Francisco de Macori» y del Distrito Nacional,
estos úliimus a los fines dispuestos en los ordinales Segundo y Tercero, por kM canales currespondienics".

1.2.- En fechas ires (3j y ocho (8) tfci mes de julio del ánodos mil diecinueve (2019). fueron emiiidos los
Autos Nos.l35-20I9.SAUT-(H)060. U5-2U19-SAUT-0()06I, 135-2019-SAUT.00062 y 135-2019-
SAUT-00066. por la Segunda Sala de la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Duartc, pura la.s inscripciones de hipotecas j'udiciales a favor de Enmanuei Rafael
Casicilatios, Francisco Antonio Francisco Trinidad, Héctor Manuel Castellanos. .Maricllv
Alfagracla Espinal Badia. Antonio Sobrino Vicente, .Marian Sobrino Espinal, Massicl Sobrino
Espinal, Milagros Paulino Santos, Luis Ezct|ukl (íoiizáicz Espinal, Ezequicl José González Espinal, /
Eides María Espinal Martínez de Gon/ále/. E/equiel Antonio Gonzile/ Cornello, Flérida Bertllla I
Martínez de Espinal. Lorenza Guillermina Cornelio y (Capellán. José Lanllgua Ortlz, Priscllla
Lantigua Ortiz, Julián José Flores Díaz, María F. Díaz Rtidrlguez, María Estela Díaz Rodríguez,
Heydi Josefína Hores Bretón, Elsa Mariiyn Bretón y .\urys Celeste Bretoo Santos de Flores, en los
inmuebles que más adelante se describen, propiedad de Munné, S.R.L., por los respectivos monu»s que se
consignan en los referidos autos, conforme verifican y prueban las certificaciones de los inmuebles a que
se comrac el fuescntc escrito, depositadas en el expediente. (Ver piezas Nos. 1.2..3 y 4).

1.3. En fecha 9 del mes de julio del año 2019. fueron inscritas las hipotecasjudiciales a favor de los señores
indicado.s amcriormeme, conforme se pucilc verificar en las Certificaciones expedidas respectivamente
por los Registros de Títulos de San Francisco de Macorís y Distrito Nacional, en fechas 5 de diciembre de
2019, 27 de enero de 2020. 28 de enero de 2020; y 3 de diciembre de 2019. (Ver piezas Nos. 1,2,3 y 4
depositadas en el expediente).

1.4.- En fechas respectivas 18 y 19 del mes de julio año 2019, los hoy demandados incoaron demandas en
validez y al fondo de las hipotecas judiciales inscritas con anterioridad al proceso de recstructuracuón de
la sociedad Munné. S.R.L., mediante los actos números 1365-2019, y 1399-2019, el primero del
Ministerial Rafael Martínez Almánzar, Alguacil Ordinario de la Corte de Trabajo del Dcpanamemo
Judicial de San Francisco de Macorís; y el segundo del Ministerial César A. Balbucna Rosario, Alguacil
Ordinario de la Segunda Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito JtKÜcial
de Duartc, conforme prueban las documentos depositados en el expediente. (Ver piezas Nos.8 y 9).

1.5.- La Segunda Sala de la Cámara Civil y Comercial del Distrito Judicial de Duartc. se cncucmra
apoderada de las demandas al fondo y en validez de hipoteca judicial provisional, daños y perjuicios,
incitatlas por los señores Enmauuel Rafael Castellanos y compartes; y Mariclly Alt. E^inal Badia y
compartes, confonne se puede verificar y comprobar en las Certificaciones expedidas en fechas 26 y 28
de abril del arto en curso, por la Secretaria Titular de dicha Cámara Civil; y depositadas en el expediente.
(Ver piezas Nds.6 y 7).

I.6.- En fecha 17 del mes de julio del año 2019, fue solicitado por Munné. S.R.L.. un proceso de
restructuración en virtud de ta Uy 141-15 del 7 de agosto del año 2015; y habiendo este honorable



tribunal, cinitido en fcchn veintidós (22) del mes de julio del año dos mil diecinueve (2019), en
atribuciones de Tribunal de Reestructuración y Liquidación de Primera Instancia ttel Distrito Nacional, la
Rcsoluciim núm.l532-2ü)9-SRES-00007, mediante la cual acepta la solicitud de reestructuración
mercantil de la sociedad Munnc, S.R.L.. es decir. 19 y 14 dias después de obtenido el auto de autori/aclón
de inscripción de hipotecas, cuyas inscripciones se realizaron por ante el Registro de Títulos de San
Francesco de Macoris y Santo Domingo, en fechas respectivas 4. 8 y 9 de julio del año 2019, conforme
vcrilica y prueba la Ccnificación del Estado Jurídico del Inmueble, de fecha I.S de noviembre del 2019,
depositada en el expediente. (Ver piezas Nos. 1,2,3 y 4).

I.7.- Mediante instancia de fecha 1.1 de julio del año 2020, el Lic. José Enrique Pérez, en su calidad de
conciliador en el Proceso de Reestructuración de la socictlad comercial Munné. S.R.L.. asistido por la
firma "Jáquez & Pérez, Consullorc.s Legales", solicitó levantamiento de hipotecas provisionales solwe
inmuebles propiedad de la referida sociedad comercial, asi como el sobreseimiento de demandas en
validez de hipotecas judiciales provisionales. La descrita instancia fue depositada por ame la Décima Sala
de la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito NacitMial, especializada en
materia comercial, en funciones de Reestructuración y Liquidación de Primera Instancia, en ta fecha antes
indicada.

I.8.- Los inmuebles vinculados a la solicitud realizada mediante la instancia previamente descrita son los
siguientes;

a.- Solar No.4, de la Manzana No.l38, del D.C. No.l, que tiene una superficie de 1,774.59 metros
cuadrados. Matricula No. I900(X)2623, ubicado en San Francisco de Macoris, Duanc.

b.- Parcela No.56-PROV-B. porción C, D. C. No.4, Matrícula No.0l00064738. con una extensión
superficial de 5.050.(XI metros cuadrados, ubicada en Distrito Nacional.

c.- Solar No.l, de la Man/aita No.l46. del D.C. No.l. que tiene una superficie de 5.027.06 metros
cuadrados. Matrícula No. 1900002822. ubicado en San Franci.sco de Macoris. Duarte. -

d.- Solar No.6, de ta Manzana No.)46, del D.C. No.l, que tiene una superficie de 1,512.84 mefios
cuadrados. Matricula No. I900(X) 1015. ubicado en San Frartcisco de Macoris, Duarte. '

II

Procedencia de la incomuctencia de atribución del tribunal a ouo para conocer de la demanda o
Solicitud de levantamiento de hipotecas judiciales provisionales sobre Inmuebles propiedad de la
Munnc. S.R.I..;

Il.l.- Que. habiendo la pane recurrente, demostrado, de manera fehaciente, con las certificaciones
emitidas por los Registros de Titules de San PrarKÍsco de Macoris y de Santo Domingo, antes descritas,
haber inscrito hipotecas judiciales en fechas respectivas en fechas respectivas 4. 8 y 9 de julio del aito
2019, con anterioridad a la solicitud del proceso de restructuración, asi como con las demandas en validez
y al fundo de las hipotecas judiciales provisionales antes referidas, que también fueron realizadas previas
a la solicitud del proceso de reestructuración, este tribunal resulta incompetente en materia de atribución,
por las siguientes razones:

a.- Porque este tribunal puede verificar y comprobar que en fechas respectivas tres (3) y 8 (ocho) de julio
del año 2019 fueron emitidos los autos Nos. I35-20I9-SAUT-00060.135-20I9-SAUT-OOÍ)6I. 135-2019-
SAUT-00062; y I35-20I9-SAUT-00066, por la Segutnla Cámara Civil y Comercial del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Duane, que contienen autorización para trabar embargos
conservatorios, rclcntivos e inscripción de hipoteca judicial provisional sobre los bienes inmuebles
propiedad de la sociedad comercial Murmé, S.R.L., a requerimiento de tos señores Enmanucl Rafael
Castellanos y compartes; y MaricHy Alt. E.<ipina} Badia y compartes. (Ver Piezas Nos. 1.2,3 y 4).

b.- Porque en fecha 4. 8 y 9de julio del 2019, se depositó doble factura de inscripción de hipoteca judicial
provisional en ios Registros de Títulos de San Francisco de Macoris y del Distrito Naciorte), a los fines de
inscribir hipoteca judicial provisional sobre ios inmuebles anteriormente descritos y sus mejoras, descritos
en dicha doble factura. (Ver piezas Nos. 1,2,3 y 4).
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c.- Porque la demanda al fondo y en validez de hiptncca judicial provisional, daños y perjuicios, incoada
por Enmanucl Castellanos y compancs, .se realizó mediante el Acto No.l365-2(H9, de fecha 18 de julio
del año 2019. del Ministerial Rafael Monine/ Almánzar, Alguacil Ordinario de la Corte de Trabajo del
f>cpartanKnlo Judicial de Sar> Francisco de Macoris, (Ver pieza No.9),

d.- Porque la demanda al fondo y en validez de hipoteca judicial provisional, daños y pcijuícios. incoada
porMariclly Alt. F.spinal Badía y compancs. se realizó en fecha I9dcjuliodelaño2019. conforme consta
en el Acto No.l399-20I9 del Ministerial Cesar A. lialhucna Rosario. Alguacil Ordinario de la Segunda
Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duartc (Ver pieza
No.8).

c.- Pitrquc las acciones incoadas por los hoy recuncnicsMarielly Ali, Espinal Radia y compancs. descritas
anieriunnenle, se interpusieron previas a la solicitud de reesiruclumción de la empresa deudora Munité.
S.R.L.. de fecha 17 de julio de 2019 y a la Resolución No.l532-2ül9-SRHS-üü00ü7. de fecha 22 de julio
de 2019. dictada por la Décima Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional.

f.- Porque se encuentra apoderada la Segunda Sala de la Cámara Civil y Comercial del Distrito Judicial
de Duane, de las demandas ai fondo y en validez de hipoteca judicial provisional, daños y peijuicios,
incoadas por los señores Enmanuel Rafael Castellanos y compnrte.s; y Marielly Alt. Espinal Badia y
compancs, conforme se puede verificar y comprobar en las Certificaciones expedidas en fechas 26 y 28
de abril del año en curso, por la Secretaria Tit\ilar de dicha Cámara Civil (Ver piezas Nos.5 y 6).
depositadas ante este Iribumil respectivamente el 28 y 29 de abril de 2022; por lo que csie tribunal, al estar
apoderado otro tribunal previo a la solicitud y la autorización del proceso de reestructuración es
incompetente; por lo que procede la cxccpcuMi de incompetencia de atribucitSn de la Décttna Sala de la
Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, especializada en
materia comercial, en Funciones de Reestructuración y Liquidación de Primera Instancia.

g.- Porque el tribunal competente para conocer de lo pretctKlido por la paite recurrida, en su solicitud de
fecha 13 de julio 2022, esto es, del sobreseimiento y desapoderamiento del proceso relativo a las demanda
en validez y al fondo de las hipotecas judiciales provisionales, y daños y perjuicios, incoadas por loé •
recurrentes, y que cursa por ante la Segunda Cámara y Comercial del Juzgado de Primera Instancia de
Duartc; y del levantamiento de la.s hipotecas judiciales ya descritas, si oroccdiere. lo es tínici v
exclusivamente la Segunda Cámara Civil y Coirtcrciat del Juzttado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de IXiarte. que tai como se ha expresado varia.s veces, ya que la misma se encuentra apoderatla
para cotxKcr de las demandas referidas al fondo y en validez de hipotecas judiciales provi.sionaies, daños
y perjuicios, incoadas por los scñwc.s Enmanuel Rafael Casicllanos y compartes; y Marielly Alt. Espinal
Badía y compurtcs, de conformidad con lo establecido en el articulo 45 de la Ley 821 de 1845; 59 del
Crtdigo de Procedimiento Civil y el 40.15 de la Constitución.

h." Porque la Décima Sala de la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, especializada en materia comercial, en Funciones de Rcestruciuracitm y Liquidación de Primera
lastancia, sólo es competente a partir de la solicitud de reestructuración, para conocer de las acciones
judiciales o extrajudiciales que señala la ley 141 -15. ejercidas contra el deudor vinculado a un proceso de
reestructuración, tal como lo especifica dicha ley. su reglamento; y conforme criterio de este tribunal,
consignado en su Sentencia No.532-20I9-SSEN-Ü0134 de fecha 28 de octubre de 2019, donde de forma
clara y precisa esta Décima Sala, admite al tratar lo relativo a los efectos de la suspensión establecidos en
el articulo 54 de la citada ley, que dicho tribunal es compcicnle de toda acción judicial que sea presentada
a partir de la solicitud de reestructuración, y en el caso conocido y decidido por la citada sentencia, tanto
el embargo, como su validez, y la demanda en cobro de pesos fueron posteriores a la solicitud de
reestructuración presentada por Munné, S.R.L. Y en el caso «k la especie las acciones incoadas por tos
recurrentes flieron interpuestas antes de la solicitud de reestructuración reali7.ada por la Munné, S.R.L.; y
por ante el tribunal natural que lo es la Segunda Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Duane. de conformidad con la ley, la Constitución, el Código de
Procedimiento Civil, la Ley de Organización Judicial, principio de control de legalidad, de predestinación
jurídica y otros.

i.- Porque lo planteado por la parte recurrida en la instancia antcrionnenie indicada, constituye una
violación al Articulo 110 de la Constitución de la KcpúUica, que establece el principio de inetroaclividad
de cualquier ley o acto pueda afectar situaciones jurídicas y de hecho producida.s con anterioridad, estando
reforzado estos fundamentos por el artículo 74.2.4, de la Constitución, asi como los artículos 68,69,138.
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139 de la referida Cana Magna y los articules 7.2. 7.4 y 7.5 de la Ley 137-2()»l .«lobre Procesos
Cmistmtciortaies.

j.- En relación a que la parte recurrida invoca los artículos 23 de la Ley 141-15 y el párrafo ii.dcl Articulo
38 de .su reglamento de aplicación, para mantener una Intención de que el tribunal se declare competente
para conocer .sobre la suspensión y el levantamiento de las hipoteca,s, lo cual es un adefesio jurídico y
dc.sacieno toda vez que esos textos son aplicables para los casos que octtrran posterior al proceso de
reestructuración, lo cual no ocurre en el caso de la especie.

II.2.- Que. se entiende por competencia de atribución, la que tiene una jurisdicción en función de su
naturaleza de los asuntos que ks atribuye la ley de manera c.sprcsa: por eso la conipcictieia de atribución,
es atribuirle una distribución de los litigios a cada tribunal especinco, entre los distintos órdenes, grados
y naiurakza de U jurisdicci^.

lU.- (^uv, a la coinpcicnciu referida en el párrafi» anterior. >e le conoce como la compcicntia horiztHUal,
es decir, que es la que decide la atribución de un priH;cí50 o Ittigio a un delemiinado tribunal de
tminora concreta y determinado c(»n preferencia a otro ti otros tribunales del nnsnK) rango o jerarquiu:
por ejemplo; la competencia para coiuvcr y validar las hipotecas inscritas en el inmueble «Icscrito en la
prc.seme instancia, corresponde a la Segunda Cámara Civil y CotiKTcial del Juzgado de l'nmcni Instancia
del Distrito Judicial de Duailc. siendo, ineompetenic. este htmorablc tribunal, para levantar dichas
hipotecas, como si se hubieren pagados o saldados sus montos o ct^itos garantizados, vulnerando
dcrecho.s fundamentales y constitucionales, como e.s el derecho de propiedad del dincn> y de no
rctronctividíid de I» ley. ni los licchos; |X)r lo que prwcdc la presente c.scepción invocmlii y biisadii en los
hechos. iltKumcnltis y el derecho previsibles de esic cas«>. Ver Convención de las dercchtw Ihiinanos:
Convención de tos Derechos Civiles y Polilicos-Pacto de San Jo^e Costa.

11.4.- Que. la incompetencia, es la falta de aptitud de un órgano jurisdiccional para conocer de determinada
demanda o litigio o procesti. por no serle atribuido su conocimiento, sino a otra jurisdicción judicial u
órgano público; pudiendo ser la incompetencia relativa o absoluta o de orden público.

11.5.-Cuandosc dice queja incompetencia es absoluta. c,s una inaptituddc tipo legal de una jurisdicción^ . V
para conocer acerca de urva demanda a caasa de su naturaleza o de la sítuaci^ jurídica u de tas partes, y -- ' i '
que puede ser invocada por cualquiera délas partes insianciadus en la litis, por estar sancionado por la ley, | • «-
con la nulidad de la decisión tomada. Este htmorablc tribunal, como se ha expuesto anteriormente, no ^ ,< -..li : i"^ [--•
puede conocer de la validez de la inscripción de dichas hipotecas, ni la puede levantar, eliminar, ni radiar,
ni suspenderla, ni dcspodcrar a un tribunal legalmente apoderado, conforme al mejor derecho vigente en
la República. Ver los principios de legalidad, de estabilidad y seguridad juridica. * x

M.6.- Que la parte recurrida, solicitó al tribunal a quo, la cnncciacióno levantamiento de hipotecas
judiciales, suspensión, sobreseimiento, de una manera alegre y aislada, a los derechos de los acrvcdwes
privilegiados y garantizados con hipoteca inscritas, previo al proceso de restuciuración; siendo un absurdo
y aberración jurídica, en un Estado de Derecho escrito y previsible; por lo que. procede declarar la
incompetencia y procede por ante quien sea de derecho, como se ha expresado antcrionneme. que lo es,
la Segunda Cámara Civil y Coinervial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte.

11.7.- Que. las excepciones, son los medios del procedimiento, invocados por el demandado, demandante,
tribunal, intcrvinientcs. ministerio público o instanciados, como obstáculo temporal u la acción, sin que el
fondo del derecho sea discutido o resucito o conocido o decidido.

¡1.8.- Que, la excepción, es inda defensa invocada por una de las partes, principalmente el demandado,
para hacer rechazar una demandan litis judicial sin que se discuta en principio el derecho en que se apoya
la demanda; es decir, eludir, conocer el fondo del asunto.

11.9.- Que. la inctMnpcicncia de un tribunal, es la inaptkud de un tribunal o autoridad pública, para conocer,
instruir y fallar determinado asunto, atribuido a otro tribunal de manera especificada en una ley; al no
tener una facultad abierta c infinita, sino, k) que le indica la ley de manera espectfíca.

11.10.- Que, el hecho de la excepción de incompetencia de atribución o terriioríal, como incidente dentro
del curso del proceso, tiene por finalidad específica, llevar a la jurisdicción apoderada a reconocer su
inaptitud para el conocimieniu de una determinada demanda o litis, debiendo el tribunal apoderado
examinar su propia competencia, antes de avocarse al conocimiento de) fondo del asunto de) cual se les
haya apoderado. B.J.#I()67.p. 138-148 del 27 de octubre de) año (1999).

'i-. ^ ,



II.H.- Qik, comtituye una excepción de procedimiento, todo medio que tienda sea a hacer declarar el
procedimiento irregular o extinguido, sea a suspender su curso |art. I Ley No.ít.^4 de) (15) de iullo del aikt
(1978).

11.12.- Que, las excepciones, son los medios que usa el demandado, por ante el tribunal, rehusar examinw
la prctcn.sión del demandante, porque la instancia ha sido mal introducida, como es la incompetencia del
tribunal para conocer del asunto st>metido a fallo, en violación de los textos legal precedente indicados.

11.13.- Que, la excepción de incompetencia, es un derecho que tiene todo demandado, de que los asuntos
sean conocidos por ante el tribunal que intlíca la ley; no por el capricho de una de las partes; de
conformidad con el principio de legalidad, del debido proceso y la tutela judicial efectiva. Vcrarticukis 6.
39,40. 15.68.69, 74. 1 10. 111 de la Constitución de la Kepíiblica.

11.14.- Que. normalmente, las excepciones se encuentran reservadas para ser presentadas por el
demandado; pero tratándose de un caso de incompetencia, como ocurre en este caso, puede pa'scniar la
e.xcepción. cualesquiera de las partes en el proceso, y aún de olicio por el tribunal, o los intervinicntcs,
por tratarse de asunto de orden público.

11.15." Que, las excepciones se pueden clasificarasi: la.s excepciones de incompetencia; la.s litispcndencia
y conexidad; la nulidad; electa una via; y la inconstinjcionalidad; y deben ser prc.sontadas antes de toda
defensa al fondo y fm de inadmisión.

11.16.- Que. en el presente proceso se trata de una incompetencia de atribución, que se puede verificar en
los documentos aportados y ajustados a la calificación jurídica, que ha previsto la ley, y la Constitución
de la República. Debiendo estos difcrendos ser resueltos de conformidad con las disposiciones
establecidas en los artículos 48, 54, 55 y 59 del Código de Procedimiento Civil; uniculos 68 y 69 de la
Constitución de la República.

11.17.- Que. el articulo 3 de la ley No.834 del (15) de julio del año (1978); dispone asi; "si se ptetende uue
la turi.sdicción apoderada es incompetente, la parte ouc promueva esta cxcención debe, a pena de
inadmisibilidad. motivarla v hacer conocer en todos los casos ante cuál iurisdicción ella demanda ouc sea
Devado".

11.18.- Que. la incompetencia, es cuando se ha apoderado a un tribunal, el cual, conforme a las reglas
legales de competencia, no es el designado por ta ley para conocer del asunto; encontrándose el proceso
afectado del vicio de la iiKompetcncia de) tribunal; por lo que procede la declaratoria de incompetencia.

11.19.- Que. todo tribunal está en la obligación de examinar su prt>pia competencia, sea a pedimento de
parte o de oficio, antes de avocarse al conocimiento del fondo del asumo del cual se les haya apoderado.
B.J.#1067. p.138-142 del 27 de octubre, (1999); 1069,p.38-44 del 7 de diciembre. (1999); 1 IS7.p.59-73
del ] I de abril del (2007).

11.20." (>c, a ningún demandante se podrá escuchar en sus reclamos, ante un tribunal del cual él mismo
ha apudci^du una jurisdicción incompetente para conocer de! asunto, como ocurre en el caso de la especie;
estando limitado a ta rcstriicturación o liquidación de activos, a partir de la solicitud y autorización del
proceso de reestructuración, no que tiene facultad de eliminar los procesos y acciones sobre el patrimonio
de la empresa, iniciados con anterioridad a la autorización de reestructuración.

11.21.- Que. el tribunal competente para conocer y fallar de este asunto, lo es la Segunda Cámara Civil y
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, por las ra/onc.s expucsus. y
coníbrme el auto e inscripción de la hipoteca judicial, que son previos a la solicitud del proces<i de
restructuración.

11.22.- Que, tan pronto el tribunal, conoce de la fijación de la audiencia, puede declarar la incompetencia
de manera graciosa, conforme a las disposiciones del artículo 21 de la ley No.834 del (IS) de julio de) año
(1978).
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11.2.3.- (^. una vez el tribunal ba reconocido su incompetencia de atribución o territorial, el expediente
completo y bajo inventario de la demanda que se trate, es enviado o reenviado a la jurisdicción designada
en la sentencia, tramitando el mismo vía secreuiría del tribunal, con una copia de la decisión de reenvío,
si no hubiere impugnación en el plazo de ley, pero como se trata de una jurisdicción, que no corresponde



at orden judicial, la competencia: el (ríbunal, sólo dirá, que las panes se proveen por ante la junsdicción
natural u órgano ctVTcspondientc. Más por la tipología de los procedimientos de cada jurisdicción; a
menos, que deba precisar sus pretcnsiones una vc7 llegue el expediente al tribunal compcientc.

11.24.- Que, el aniculo 8.1 de la ConvctKión Americana, sobre derechas humanos y el 14.1 del Pacto
Internacional de los [>erechos Civiles y Políticos, con.sagran el principio del juc7 natural, el cual dispone:
••Toda persona liciK derecho a .ser i»7eado D4ir un luc/ Natural, recular v orcconstituido esto implica

que

c| órgano judicial ha de prccxisnr al acto nunihic. ha de tener un carácter permanente dependiente del
poder Judicial, y creado nK-dianlc ley, con competencia exclusiva. indelcMblc v universal para ju/yar
hecho en cuestión: lo cual ha preicndido desconocer y violar la parte hoy demandante: por lo que procede
la declaratoria de incompetencia de atribución. Ver ariictilo 26 de la Constitución de la República.

11.25.- Que. en todos los demás casos, el juez que se declare incompetente, designará la jurisdicción que
estime competente. Esta dcsigrwcióu se impondrá a las partes y al juez de envió: pero cuando se trata de
una competencia de los tribunales civiles o arbitral, el tribunal se limitará a declarar que las partes recurran
a proveerse por ante la jurisdicción corrcspomlicnle (aiticulo 24 de la ley No.K34 del (I dejulic del año
(1978).

11.26.- (Juc, la jurisprudencia, como función de la unidad del derecho, es constante en que los tribunales
ordinarios, son los competentes para con»Kcr de tixla demanda que se establezca con motivo de un proceso
de validez de inscripción de hipoteca judicial y su levantamiento.

11.27.- ()ue. toda persona tiene derecho a uno tutela judicial crcctiva y un debido procc.so, garantizándole
el ejercicio de sus dcrcch<>s c intereses legitimos, ctwi libre acccM» a la justicia, estabilidad y seguridad
juridica; procede acoger la incompetencia.

11.28.- (Jue. el principio de la seguridad juridica. consistente en la garantía que ofrece el tlsiado
Dominicano, a toda persona que serán respetados su.s derechos consagrados en la Constitución y en las
leyes, y que no fnicdcn ser alterados o vulnerados posteriormente contraviniendo la norma juridica en
vinud de la cual esos derechos han .sido adquiridos por los ciudadanos.

11.29.- (Jue. la Constitución de la República, es la principal y más imponantc regla de derecho y por ende
su interpretación rw puede escapar a los tribunales de la República, que conforman el orden del Poder
Judicial, en fie) aplicación del articulo 6 de la Constitución de la República, que establece "Todas las
personas y los órganos que ejercen potestades públicas están sujetas a la Constitución, norma suprema y
fundamento del ordenamiento juridico del Estado 5k)n nulos de pleno derecho toda ley, decreto,
resolución, reglamento o acto conirani>s a esta Constitución; siendo las demás normas jurídicas
subordinadas a la Coirsiitución. asi como todo el accionar de los funcionarios. De manera que constituye
un deber ineludible de todo tribunal de la República, aplicar las disposiciones consiítuciunales, como
rtornia superior, con el fin de asegurar el régimen de derecho que debe prevalecer en nuestra sociedad
actual, y en caso de ser contraria, expulsarla del sistema jurídico de la República.

lUO.- (^. los tribunales de la República, son vigilantes de los derechos individuales, sociales y
económicos consagrados en la Constitución de la República, y como medio eficaz de protección a esas
derechos, deben velar por el cumplimiento y aplicación de las normas destinadas a garantizar los mismos,
con la finalidad de constituir un verdadero Estado de Derecho, con reglas claras.

lUl.- Porque todos los tribunales del país ofrecen a sus ciudadanos la misma garantía, sin interferencia
de otro tribunal para atribuirle su competencia atributiva y territorial.

lii

Sobre la improcedencia de la cancelación o levantamiento de hiputecas judiciales, suspensión y
conocimiento por parle de la Segunda Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera

Instancia del INstrito Judicial de Dunrle, de las demandas en salidez de hipoteca Judlcinl y cobro
de pesos interpuestas por los demandados, asi como de la remisión de ios expedientes relativos a

dichas demandas por ante el Irihiinal a que.

En el caso de la especie, las descritas improcedencias, están Justificadas en las siguientes razones:

lll.l.- Porque lodo tribunal de la República, debe activar la tutela judicial efectiva para salvaguardar el
derecho de igualdad, de lealtad, de prelación. de estabilidad, de seguridad jurídica y de defensa de la parte



demandada y de propiedad, como son dichas inscripck>í)cs hipotecarias; .so pena de vulnerar la ceneza de
la predeterminación del derecho escrito, debiendo rechazar la su.spcn.sión y desapoderamiento solicitada
por la pane recurrida, ya que prcviamcmc se encontraba apoderada la íicgunda Cámara Civil y Comercial
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duuric. de las demanda referidas, ya que este
tribunal es el tribunal natural para conocer de este asunto, dado la certeza y prcvencHio de la seguridad
jurídica; y es el únko competente para pronunciarse sobre su propio apodcraniicnin. dado el grado de
horizontalidad judicial.

111.2.- Porque, con una ojeada, por e.stc tribunal, se puede verificar y comprobar que en fechas tres (3) y
8 (ocho) de julio del arto 2019. fueron emitidos losamos Nos. I3.S.20I9-SAUT-00060. 135-2019-SAUT-
00061.135-2019-SAUT-00062; y I35-20I9-SAUT-00066. por la Segunda Cámara (jvii y Comercial del
Juzgado de Primera Insiam;ia de) Distrito Judicial de Duarie. que contienen autorización para trabar
embargos conservatorios, reieniivos e in.scripción de hipoteca judicial provisional sobre los bieiKS
inmuebles propiedad de la sociedad comercial Munnc. S.K.L.. a requcrímienlo de los señores l'nmanucl
Rafael Castellanos y compartes; y Mariclly Alt. Espinal Dadia y compartes. (Ver piezas Nos. 1.2.3 y 4).

1II..3.- Porque, en fechas 4. 8 y 9 de julio de 2019. se depositó la doble factura de inscripción de hipoteca
judicial provisional en los Registros de Títulos de San Francisco de Macoris y Santo Domingo, a los ftncs
de inscribir hipoteca judicial provisional sobre los inmuebles y sus mejoras: con lo cual prueba lo
inconciliable de dicha inscripción con la demanda de cancelación o levantamiento de las hipotecas
judiciales, suspensión y cunocimiemo de las demandas en validez de hipoteca judicial y cobro de pesos
interpuestas por los recurrentes, asi como de In remisión de ios expedientes relativos a dichas demandas
por ante este Iribunal, al ser contrario al derecho, este tipo de demanda, sino, propio de un casayo jurídico
de tipo doloso. (Ver piezas Nos. 1,2,3.4).

1JI.4.- Porque un el caso de la especie hay acreedores que no furmun pane del Plan de Recsiructurución
presentado en la a.saniblca de fecha 7 de julio del año 2ü22. dentro de los cuales podemos citar. .Marielly
Allagrarla Espinal Hadía, Antonio Sobrino Vicente. Luis Ezcquíel González Espinal, Ezcquicl José
(ionzáJez Espinal, Fides .María Espinal Martínez de González. Ezcqutel Antonio González Corncüo,
Flérida Derfiiia Martínez de Espinal. Í.orenza Guillermina Cornelio y Capellán, cnire otros., a
qu>enc.s no se le debe aplicar la Ley de Reestructuración, ni su reglamento de aplicación; y asi evitar actuar
de manera arbitraría y caprKhosa. Además, de que la garantía del cobro de las acreencias de estos
acrccd(H'es radica en las hipotecas judiciales inscritas; actuar de forma contraria, constituiría una
vulneración a la miela judicial efectiva y al c.stado de derecho, que debe ser garantizado por todos los
tribunales, de conformidad con la Ccnsiinición Dominicana.

111.5.- Porque seria dc.sconocer el principio jurídico de indivisibilidad de las hipotecas donde confluyen
personas que no fonnan parte del supuesto plan de reestructuración; asi como el principio de favorabitidad
consagrado en la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional No.I37-2011.

111.6.- Porque a ningún ciudadano se le debe vulnerar un derecho previsible y protegido por una ley
positiva como ocurre en el caso de la especie, donde los demandados ctmcluycntes hait consolidado su
derecho con dichas inscripciones.

111.7.- Porque la acción de la parte recurrida y que fue acogida por el tribunal a quo. mediante la decisión
objeto de recurso, afectó derechos adquiridos por titulares de in.scripcioncs hipotecarias, que iniciaron sus
acciones y por consecuencia asentaron sus derechos hipotecarios, antes de que fuera solicitada la
autorización para su reestructuración por Munnc S. R. L.. es decir, antes de que el tribunal a quo fuera
apoderado y auiorizarj el inicio del proceso de reestructuración, por k) que no puedo tratarse esta solicitud
como si hiera una fase del proceso de rccstructurnción. sino, de un proceso ya iniciado ante otra
jurisdicción con atribuciones distintas a la de esta sala, debiendo observarse y darle c) tratamiento de los
pr<KC5c^ ofdinarkw y no especial ctunocl caso del proceso de rccstnicmración. ya que afecta los principios
de igualdad y de seguridad jurídica contemplados en los artículos 39 y 1 )0 Je la Constitución.

111.8.- Porque, la demanda en vaKdcz y al fondo de las hipotecas judiciales provisionales iitscrilas sobre
los inmuebles objetos de la presente litis, fueron incoadas por HnmanucI Castellanos y compartes,
confonne consta en el Acto No.l365-2019. de fecha 18 de julio del arto 2019. del Ministerial Rafael
Martínez Almánzar. Alguacil Ordinario de la Corte de Trabajo del Deponamemo Judicial de San
Francisco de Macoris; siendo acreedores garantizados los recurrentes; que jamás podrán ser dejados en el
aire y contrario al derecho. (Ver anexo No.7),
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in.9.- Porque, la demanda al fondo y en validez de las hipotecas judiciales provisionales, incoadas por
!o« señores Mariclly Alt. Espinal lladía y compartes, se rcali/nron en fecha l«) de julio del año 2019,
conforme consta en el Acto No. 1399-2019 del Ministerial César A. Ballxicna Rosario. Alguacil Ordinario
de la Segunda Cámara Ci% il y Comercial del Ju/gado de Primcni Instancia del Distrito Judicial de Duarte,
sicn<k> acreedores garantizados las recurrentes; que jamá.s podrán ser despojados de derechos prcc*istcntes
y garantizados. (Ver pieza No.8).

iil.lO.- Porque, las iascripcioncs hipotecarias referidas en el cuerpo del presente recurso, se realizaron
ctMi anterioridad a la solicitud de reestructuración: por lo que procede el rechazo de la presente dcinanda-
soHcitud, y se impone el principio de oponibilidod de dichas inscripciones. a-for/;ido jxir el principio de
seguridad jurídica. (Ver pícm No. 1.2.3 y 4).

111.11.- Porque, siendo inscritas dichas hipotecas, asi címto realizadas las respectivas tleinandas en validez
y al ftHxk) de la.s mismas con anterioridad a la solicitud de restructuración; puesto, que la stilicitud de
reestructuración de la empresa deudora Munné. S.R.L., fue de fecha 17 de julio de 2019 y la Resolución
No. I532-2ÜI9-SRES-OOOOÜ7. de fecha 22 de julio de 2019, dictada por la Décima Cátnara Civil y
Comercial del Juzgado de Primera In&uncia del Distrito Nacional; y las inscripciones de las hipotecas
judicialc,s referidos se realizaron en fechas 4. 8 y 9 de julio del 2019. confonnc las Certillcaciones de los
Registros de Títulos de San Francisco de Macoris y Santo Domingo, resulta improcedente c infundada la
demanda en justicia de la parte recurrida, conforme al derecho; y como se puede verificar y comprobar
que la Segunda Sala de la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de Duarte, se encuentra apoderada de las referidas demandas en validez al forulo de las citadas hipotecas,
en virtud de las Certificaciones expedidas en fechas 26 y 28 de abril del año en curso, por la Secretaria
Titular de dicha Cámara Civil; y depositadas ante este tribunal, como piezas Nos 6 y 7; por lo que este
tribunal, debe pniccdc a rechazar dicha demanda o solicitud de la parte recurrida; en aplicación de los
nrtlculu.s I31,S del Código Civil y 40.15 de lu Constitución de la República.

111.12.- Porque, el levantamiento de las inscripciones de dichas hipotecas, es un pedimento de violación a
los artículos 110 y 111 de la Constitución de la República, que establece el principio de irrctroactividad
de cualquier ky o aao pueda afectar situaciones juridicas, derechos adquiridos y de hecho producidas con
anterioridad, estando reforzado estos fundamentos por el articulo 74.2.4, de la Constitución, asi como los
artículos 52.68, 69. 138. ]39dcla referida Carta Magna y los artículos 7.2. 7,4 y 7.5 de la Ley 137-2011
sobre Procesos Coasiitucionalcs y de las Convenciones de los Dcrccho.s Humantxs y Pactos de Derechos
Civiles y Politicos-Pacto de San José; por k> que procede el rechazo de la demanda de la parte recurrida.

111.13.- Porque, toda persona tiene derecho a una tutela judicial efectiva y a un debido proceso,
garantizándole el ejercicio de sus derechos c intereses legítimos, con libre acceso a la justicia, estabilidad
y seguridad jurídica; p«w lo que procede el rechazo de la demanda o solicitud ik la parte recurrida, al ser
un atentado a un derecho previamente establecido, como son las inscripciones hipotecarias.

¡11.14.- Porque, el principio de la seguridad jurídica, consistente en la garantía que ofrece el Estado
Dominicano, a toda persona que serán resalados sus derechas consagrados en la Constitución y en las
leyes, y que no pueden ser alterados o vultwrados posteriormente contraviniendo la norma jurídica en
virtud de la cual esos derechos han sido adquiridos por los ciudadanos, como stm estas inscripciones.

111.15.- Porque, todo tribunal del orden judicial, tiene el deber y la obligación, de velar y vigilar, porque
ios procedimientos a cargo de la.s partes procesales, se cumplan como iiuJica la ley, en especial, en la
observancia del debido proceso y goramias sustanciales y objetivas.

111.16.- Porque, la Constitución de la República, es la principal y más importante regla de derecho y por
ende su interpretación no puede escapar a los tribunales de la República, que conforman el orden del Poder
Judicial, en fiel aplicación del articulo 6 de la Constitución de la República, que establece "Todas las
perstinas y los órgaitos que ejercen potestades públicas están sujetas a la Constitución, norma suprema y
fundamento del ordcrtamicnlo jurídico del Estado. Son nulos de pleito derecho toda ley. decreto,
resolución, reglamento o acto contrarios a esta Constitución; siendo las demás normas jurídicas
subordinadas a la Cwistitución, asi como todo el accionar de los funcionarios. De manera que constituye
un deber ineludible de todo tribunal de la República, aplicar las disposiciones constitucionales, como
norma superior, con el fin de asegurar el régimen de derecho que debe prevalecer en nuestra sociedad
actual, y en caso de ser contraria, e.xpulsaila del sistema jurídico de la República.

Jli.17.- Porque, los tribunales de la República, son vigilantes de los derechos individuaks, sociales y
económicos ctmsagrados en la Constitución de la República, y como medio eficaz de protección a esos



derechtM, ücbcn velar por el cuinpliiniento y upiicación de las normas dcstiradas a garantizar los inisnios,
con la tlnaliduil de consiíluir un verdadero Hsiailo de Derecho, con rcgla.s claras.

111.18.- Por violación ai principio de oponibilidad de tas inscripciones de dichas hipotecas y el orden
de prelación de pagos; que debe ser respetado en >od(» cstóilo de derecho iegal.

111.19.- Porque, ningiin privilegio puede ser levantado o radiado. h8.sia tanto no les .sean payados los
créditos garanii/ados con las inscripciones hipotecarias realizadas por los acreedores cnncluycmcs.

111.20.• Por violación de los principios de seguridad juridiea de dichos acreedores garantizados; de la
estabilidad jurídica; del trato de igualdad cutre iguales.

JII.2I.- Por constituir la solicitud de la parte recurrida una vulneración de los artículos 54.55 56. 57.
59 del Código de Procedimiento Civil; y a los anículos 23 y 26 de la Ley No. 141-15 del 7 de agoíMo
del año 2Ü15. sobre Rc.struciuración y Liquidackm de Hmprcsas y Pcrscmas Físicas Comerciantes; y
violación al artículo 1315 del Código Civil.

111.22.. Por ser contraria a los principios de lealtad, de transparencia, de igualdad, de seguridad y
estabilidad juridica, de irretroactividad. de facultad, de tutela judicial efectiva diferenciada, del debido
pniccso, del control de legalidad;

IH.23.- Por ser violatoria a los artículos 7,2, 7.4 y 7.5 de la Ley 137-2011 de lo.s procesos
constitucionales; anículos 6. 39. 40.15. 51. 68, 69. 74. H 0. 111 de la Constitución de la República; y
de la Resolución núm. 1920 del año 200.3. dictada por la Suprema Corte de Justicia, conocida como
hl(X)uc de constitucionalidad procesal;

111.24.- Por dicha demanda de ia pane recurritla ser un alentado ai objeto de las inscripciones
hipotecarias de la potestad de los tribunales civiles ordinarios no de esta jurisdicción especializada
para f¡ne.s de reestructuración y liquidación; con sustracción do la competencia del tribunal natural v
competente de esas accior>es legales y previstas en la ley.

111.25.- 1.a parte recurrida sostiene que es inenesicr ordenar el Icvamamicnto de la.s hipotecas judiciales
provisionales rcfcridas. ya que ponen en nesgo la ma.sa de activo, el pago a la mayoría de los acreedores,'
asi como la ejecución del plan, lo cual es indiferente en el presente caso, todo lo cual constituye un
¡iTcspcto al derecho, por carecer de veracidad, loda vez que dichas inscripciones se realizaron conforme
sí derecho y por acreedores que no forman parte del plan de rcestnictunición. pero con calidad para
hacerlo; y cuya.s actuaciones fueron mucho antes de la .solicitud realizada por la deudora a este tribunal de
acogerseaia Ley 141-15.

IV

Sobre la Admisión y Fundamentos del Recurso De Apelación.

IV .1.. Que, La Ley 141-1 .S de fecha 7 de aguólo del 2015. en los artículos 22,23 y 193 entre otros, consagra
lo relativo a la competencia en razón de la materia y icrriiorialmemc para conocer del recurso de apelación
respecto de la Decisión núm. 1532-2022-AUT-00(M I, dictada en fecha 22 de julio de 2022. por la Décima
Sala de la Cámara Civil del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en sus atribuciones de
Tribunal de Reestructuración y Liquidación de Primera instancia del Distrito Nacional, cuya parte
dispositiva ha sido transcrita precedentemente; y al efecto, el tribunal compéleme lo es la Cámara Civil y
Comercial de la Corte de Apclacióii del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en sus
atribuciones de Tribunal de Reestructuración y Liquidación de Primera instancia del Distrito Nacional;
con lo cual se ha cumplido.

IV.2.-Que, el artículo 159 de la Constitución, rctalivo a "AlribucioiKs", contempla; Son atribuciones de
ia corte de apelación: I) Conocer de las apelaciones a las sentencias, de conformidad con la ley.... que en
el artículo 40.15, establece, que lo que no está prohibe está pertnitido para los ciudadanos; y si está
prtAibidü debe pasar el test tic la razonabilidad; por lo que procede la admisión del recurso.

IV.4.. Que, ta Ley 141-15, ya descrita, en su artículo 193, dispone Jo siguiente: *^n perjuicio de los
demás casos indicados ea esta ley, pueden ser recurridas en apelación ias siguientes decisiones:

i) Por parte del deudor o cualquiera de los acreedores las que estatuyan sobre la apertura del proceso de
liquidación judicial;



ii) Por parte de l<« xrecdorcs; ias decisiones qiic estatuyen sobre la caducidad en el rcconocimiciílo de
las acreencias.

iíil Por pane del deudor, de cualquiera de los acreedores o del asesor de los trabajadores: las que esuiuyan
sobre el plan de rccstructuracKSn o liquidación judicial, y

iv) Por cualquier parte que muestre calidad e ínteres legítimamente protegido...

Párrafo II: El recurso de apelación debe ser ejercido dentro de los treinta (30) dias calendarios de la
notificación de la decisión recurrible". Ver decisiones del Tribunal Constitucional vinculante al casi» de
restringir el recurso de apelación.

IV. 5.- Que. el artículo 69 de la Consiitoción. relativo a la Tutela Judicial efectiva y debido proceso, en el
numeral 9 consiga "Toda sentencia puede ser recurrida de ctHtformtdad con la ley..."

IV. 6.- Que el articulo 149 ticla Cwistilución. en su Párrafo Hl. relativo al Poilcr Judicial, prescribe: "Toda
ikcisión emanada de un tribunal podrá ser recurrida ante un tribunal .superior, sujeto u las condiciones y
excepciones que establezcan las leyes".

IV.7.- Que. el articulo 7 de la ley 137-11 Orgánica del Tribunal Constitucional y los Procedimientos
Constitucionales modificada por ta Ley Núm. 1S4-M. concemicnic a los "Principios Rectores", contempla
que "El sistema de justicia constirticional se rige por los siguientes principios rectores: I) Acccsabilidad;
2) Celeridad; 3>Constitucionalidad; 4) Efectividad; 5) Favorabilidad; óJGratuidad; 7) Inconvalidabilidad;
8) Indcrogabilidad: 9) Informalidad; 10) Interdependencia; II) Oficiosidad; 12) Supleloricdad; y 13)
Vinculalufkilad.

iV.8.- Que. todo acto admini-slralivo de los entes públicos que pone fin a un trámite judicial o
administrativo, es recurrible por la pane afectada o peijudicada.

V

Vicios y Vulneraciones contenidas en la Decisión por el presente Recurso

V.I.- (Juc la decisión dictada por el tribunal a quo. objeto de recurso, fiie producto de un sccrctisnio y de
discrccionalidad tal que coloca al Esudo social y democrático de derecho de la República Dominicana,
en infuncionnl para activar la regia del debido proceso y de la tutela judicial efectiva, lo cual es suficiente
para anular la decisión y el proceso completo, ya que el tribunal a quo decidió, sin citar, ni escuchar a los
recurrentes pura darle oportunidad de presentar sus medios de defensa, de manera adversarial, de lo cual
ha hecho acopio el Tribunal Consiiiucional en gruesas decisiones.

V.2.- Que la decisión atacada afectó los derechos y garantías fundamentales de la parte recurrenic en el
orden siguicnic:

a) Que. siendo la parle recurrente acreedores inscritos, reconocidos en la decisión atacada, y no habiendo
participado en la misma, se les afectó su derecho de propiedad, como lo es el dinero depositado en manos
de lu deudora Munné, S.R.L.

b) La tutela judicial efectiva dIfererKiada. dado que los recurrentes se enteraron de dicha decisión en la
fecha que se ha interpuesto este recurso, lo cual fue una sorpresa pora los mismos, en franca violación de
los articules 4. 40.15, 51. 68. 69. 74 y 110 de la Constitución Dominicana; a los artículos 8, y 17 de la
DeclaracicHi Universal de los Derechos Humanos; a los artículos 14 y 25 de la Convención Americana de
los Derechos Humanos de Costa Rica, conocida como Pacto de San José; y a la Resolución 1920-03 de
fecha 13 de noviembre de 21)03 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia, que incorpora el Bloque de
Constitucionalkíad en lodos los procestrs de la Rcpúbbca; y los considerandos primero, tercero, cuarto, y
quinto de la Ley 137-11 Orgánica del Tribunal Constitucional y de los Procesos Constitucionales.

VJ.- Que, en la sentencia recurrida se desnaturaliza la certeza y preexisieocia de las acreencias inscritas
por la parte recurreme. procediendo el iribuital a quo a levantar las inscripciones hipotecarías de los
recurrentes, de forma arbitraria, ilegal e inconstitucional, toda vez que la actuación del tribunal a-quo se
realizó a espalda de dicha parte. Sin embargo, la inscripción realizada por el Banco de Reservas, el tribunal
a cpto le de un tratamiento distinto y especial, y no procede a su levantamiento. limitándose indicar en su
parte di.spotiitiva que k ordena a la deudora Munné, S.R.R.. ct depósito ante el tribunal a quo. de la



documcniación que demuestre que no líenc deuda con el Banco de Reservas de lo República Dominkaf»;
y de csia forma, a su enicrKlcr y parecer sui gcncris. mantuvo dicha inscripción, de todo lo cual se colige
el trato desigual y de total indcrensión ejercido en contra de la parte recurrente, y el trato especial frente a
dicha institución bancaria a quien le garantizó su inscripición. Sin embargo, contra la parte recurrente el
tribunal a qia» actuó de fomia avasallante, a quien ni si quiera le permitió dcfcrxlcrlc. en franca violación
de la ley y de los principios de la tutela judicial efectiva, del debido proceso, del derecho de dcCensa y de
ctMuraricdad que debe primar en itxlo proceso, lil tribunal a quo establece en el numeral 14 dcla decisión
recurrida, con una ligera que sorprende, que pam la iransfcrencia de los inmuebles ni supuesto fidcicontiso
(de! cual no existe prueba en el expediente de su c.xisicnciii). todos los inmuebles deben estar libres de
cargas y gravámenes, y que en el reiterado c ilegal proceder del tribunal a quo priK-cdc el levantamiento
de todas las hipotecas inscritas que existan en los mismos: en tal sentido, procede la anulación o
revocación de la decisión objeto del presente recurso.

V.4.- Hn el numera! i 7 de k decisión recurrida el tribunal a quo se atribuye una cuinpcicncia abierta v sin
control, ignorando el principio de legalidad y de |wcvisión establecido en los artículos .M. 55.56.57 y 59
del Código de Procedimiento Civil, que debió rc.spetar y obedecer el tribunal a-quo, violando el principio
de a competencia del juez natural, por lo que. procede la anulación o revocación de la decisión otéete del
presente recurso.

N'.5.- Que In dcci.sión recurrida tiene una manera inadecuada de motivación, ya que se observa de su simple
lectura que no contiene un test de motivación, ni armoniza una consecuencia ItSgica del caso concreto,
sino, que basa los planteamientos a escritos do su doctrina y de pareceres personales, en contravención de
los artículos 68 y 69 de la Constitución Dominicana, confomic se veritíca en el cuerpo de la decisión
recurrida, pir lo que. procede la anulación o rcvt»cación de la decisión objeto del presente recurso.

V.6.- t'n el nuiiKra} 21 de la decisión recurrida se connota una apariencia de un contradictorio, sin serlo,
no es más que una ñcción. una paniotnima, porque en la c.specie la solicitud se realizó y la decisión j
recurrida se evacuó bajo secreto, por lo (jue. procede la anulación o revocación de la decisión i^jcto del
presente recurso.

V.7.- Que el tribunal a quo en su decisión en los numerales 22, 23 y 24 de forma genérica e irKonecta
sostiene que la Suprema Corte de Justicia le otorga potestad para ordenar el sobreseimiento a la
jurisdicción natural (en el ca.so de la especie la Scgumla Sala de la Cámara Civil y Comercia! del Juzgado
de Primera instancia del Distrito Judicial de ÍXuitc), lo cual no es cierto dado que la decisión de la
Honorable Corte de Justicia de fecha 31 de enero del 2022, lo que ha paut.tdo en la referida decisión es
incluir otro tipo tic sobreseimiento de lo exisicnic para los casos en que .se persigan los bienes inmuebles
en pública sijba.sta del deudor, lo cual no (wurre con una validación de in.scripción de hipotecas judiciales
en el patrimonio de la deudora Munnc, S.R.L, y en caii.secuenciii, pr<x;edc tu nnulackin o revocación de
dicha decisión.

V.8.- Que verificando que los seáorcs Marleliy Aiiagracia Espinal Badia, Antonio Sobrino Vicente,
Luis Ezcquiel González Espinal, Ezcquiel José González Espinal, Fides Maria Espinal Martínc/ de
González, Ezcquiel Antonio González Cornclio, Flérida Bcriiiia Martínez de Espinal, Lorenza
Guillermina Cornclio y Capellán, no forman parte del supuesto plan de reestructuración o "Plan Sui
Gcncris" como lo denominó el tribunal a quo, muchos menos se le puede aplicar un Reglamento de la
Ley 141-15 pura que el tribunal natural p\tcda desapoderarse y remitir el expediente ame el tribunal de
rccstructurackxi, por el limbo juridico que esto provocaría y está provocando, violando los derechos
adquiridos y consolidadns por dichos scóorcs y de otros acreedores también recurrentes, con las
inscripciones hipoiecarías realizad.-i.s, so pena de vulnerar abiertamente el articulo 110 de la Constitución
Dominicana; y de cuyas demanda en validez y al fondo (úcron interpuestas y de su conocimicnlo se
cncucnira apoderada la Segunda Sala de k Cámara Civil y CcwiKrcial de! Juzgado de Primera InstarKÍa
del Distrito Judicial de EXiartc, previo tanto de la solicitud de reestructuración realizada por la deudora
Munné, S.R.L. y de la aulorí/ación a dicho proceso emitida por c) iríbunal a quo; por lo que, procede
anular o revocar dicha decisión, restituyendo los derechos violados a la parte recurrente.

V.9.- (^e, el tribunal a quo, es competente para los asuntos que les atribuye k ky, no para asuntos previos
a su apodcramiento del proceso de rccstnicturación. por lo que la actuación del tribunal a quo violó el
licrecho adquirido con vocación del derecho de propiedad de urta garantía real constituidos por las
inscripciones hipotecarías de los recurrentes; lo cual es suficicmc pora la nulidad o revocación de la
decisión recurrida. Cuando de entrada, es un caso, que nunca debió aceptarse la solicMud de
reestructuración; sino una liquidación, por el fraude y dolo diseñado por sus directivos y asesores para
convertirlo en un pasaporte hacia la impunidad.
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V,!0.- Que. todos los ciudadanos tienen c1 derecho que sus causas sean conocidas y falladas por ci juezo
tribunal natural, como regla de la competencia, en aplicack'm tiel articulo 69 de la Constitución de la
República, no como lo sostiene la decisión rccurridn. TC-OIO7.20I7 del 15 de febrero del aflo 2017. Es
preciso puntualizar que el principio del juez natural tiene una prerrogativa de alcance constitucional, como
se ha expresado. .sustcnLido en el debido proceso, en iu tutela |i>dicial efectiva y en la protección judicial,
actuar en forma contraria sería actuar de manera arbitraria y (mv.itiva de toda posibilidad de que el juez
natural decidiera sobre el asunto que previamente le ha sido sometido, como en c! caso de la especie,
donde la parte recurrente realizó tanto las inscripciones hipotecarias varias veces mencionadas, como las
demandas en validez y al fonik> de las mismas, previo lanlo a la solicitud de rccsirucluración realizada
por la dcudwa Munne, S.R.L. y de la autorización a dicho proceso emitida por el tribunal a quo; por lo
que. procede anular o revucar dicha decisión

V.l t.- Que, la decisión recurrida contiene una motivación crnida, insuficiente y contraria al contenido de
las pruebas ckrposiiadas por la parte recurrente, sin jusiifícar. hi parte dispositiva de la misma, de manera
cencra y acorde con la ley de la materia, con las nwmas supletorias de aplicación a la ley de la materia en
este caso; y con los artículos 39,40.15.68.69y I lOdc la Cunslituckin de la Repiiblíca: por loqueprix^de
la anulación o revocación de la decisión recurrida

POR TODAS LAS RAZO.VES y MOTIvas DE HECHO Y DE DERECHO antes espuestos, en
adición a otras que puedan ser alegadas en su oportunidad; los recurrentes por conducto de sus
abogados, tienen a bien concluir de la siguiente forma:

PRIMERO; ACOGER en cuanto a la forma el presente Recurso de Apelación incoado por los
recurrentes, scftorcs: I. ENMANUEL R.AFAEL CASTELLANOS. 2.- FRANCISCO A\T.

FRANCISCO TRINIDAD; 3.- HECTOR MANUEL CASTELLANOS; 4.- MARJELLY
ALTAGRACIA ESPINAL BADIA; 5.- ANTONIO SOBRINO VICENTE; 6.- MA.SSIEL SOBRINO
E.SPINA; 7.. MARIAN SOBRINO ESPINAL; 8 - MILAGROS PAULINO SANTOS; 9.- LUIS
E/.EQUIEL GONZALEZ ESPINAL; 10.- EZF.gUIEL JOSE GONZALEZ ESPINAL; I L- FIDES
MARIA ESPINAL MARTINEZ DE GONZALEZ; 12.- EZEQUIEL ANTONIO GONZALEZ
CORNEI.IO; 13.- FLERIDA BERTILIA MARTINEZ DE ESPINAL; 14.- LORE.NZA
GUILLERMINA CARNELIO V CAPELLAN; 15 - JOSE LANTIGUA ORTIZ; 16.- PRISCILLA
LANTIGUA ORTIZ; 17.- JULIAN JOSE FLORES DIAZ; IH.- MARIA FORTUNATA DIAZ

RODRIGUEZ; 19.- MARIA ESTELA DI.AZ RODRIGUEZ; 20,- HEYDI JOSEFINA FLORES
BREI ON; 21 - EI-SA MARILVN BRETON; 22 - NURY CELESTE BRETON SANTOS, en contra
de la Decisión núm.Í5.32-2022-SALT-00U4L Expediente No.i532-20I9-EREE-00005, dictada en
fecha veinte y dos (22) de julio del año 2022 (dos mil veinte y dos), por la Décima Salo de la Cámara Civil
del Juzgado de Primera instancia del Distrito Nacional, en sus atribuciones de Tribunal de
Rccsimcturación y Liquidación de Primera Instancia del Distrito Nacional, por haber sido interpuesto en
tiempo hábil y de conformidad con lo establecido en la normativa de la Ley 141-15 de Reestructuración
y Liquidación de Emfwe.sas y Personas Físicas Comerciantes; y su reglamento de aplicación; en virtud a
lo consignado en los artículos 39.40.15, 68,69. 74.2.4., 149, Párrafo II de b Constitución de la República.

SEGUNIK); En cuanto al fondo, sea anulada o revocada la decisión apelada, por los documentos, razones,
vicios, agravios y derecho expuesto en el cuerpo de este recurso y lo que se aducirá posteriormente, y. en
curesccuencia:

Conchislonea principales relativas a excepción de íncompctcucia de atribución del tribunal a auo.
previas al fondo:

Primero; Comprobar y verificar, lo siguiente; a) Que en fechas tres (3) y ocho (8) del mes de
julio del aAodoá mil diecinueve (20I9X fueron emitidos los Autos Nos. 135-20I9-.SAUT-(XX)60,
135-2019-SAUT-0006I. 135-20I9.&AUT-00062 y I35-20I9-SAUT-00066. por la Segunda Sala
de la Cámara Civil y Comercia! del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarie,
para las inscripciones de hipotecas judiciales a favor de Enmanuel Rafael Castellanos,
Francisco ArIorIo Francisco Trinidad, Héctor Manuel Castellanos, Markliy Altagracia
Espinal Badia, Antonio Sobrino Vicente, Marlan Sobrino Espinal, Massiel Sobrino Espinal,
Milagros Paulino Santos, Luis Ezequirl González F^spinal, E/equIel José Gnnzáiez Espinal,
Pides María Espinal Martínez de González, Ezequici Antonio González Ccirnelio, Fléridn
Bertilia Martínez de Espinal, Lorenza Guillermina Corncllo y Capellán, J<Mé l.^ntigua
Ortiz, PriKiUa Lantigua Ortiz, Julián José Flores Diaz, María F. Díaz Rodríguez, María
Estela Díaz Rodríguez, Heydí Josefina Flores Bretón, Elsa Marílyn Bretón y Nurys Celeste
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Brcion Santos de Flores.cn los inmuebles, propiedad de Munné.S.R.L., identificados como: I.-
Solar No.4. de la MaiiTuna No.l38. del D.C. No.l, que tiene una superficie de 1.774.59 metros
cuadrados. Malrículu No. I90000262.Í. ubicado en San Francisco de Macorí-s Duarte. 2.- Parcela
N0.56-PROV.B, porción C. D. C. No.4. Matricula No.O l(K)0M738. con una c.Ttensión superficial
de 5.050,(X) nwiros cuadrados, ubicada en l>i.strito NacitNial. .V- Solar No.), de la Manzana
No.146. del D.C. No.l, que tiene una superficie de 5.027.Ü6 mctro.s cuadrados. Matricula
No.l9(XXX)2822. ubicado en San Francisco de Macoris, IXiaric. 4.- Solar No.6. de la Mun/ana
No.146. del D.C, No.l. que tiene uiw supc-rficic de 1.512.84 metros cuadrados. Matricula
No. I900(X)I0I5. ubicado en .San Francisco de Macori.s. Duartc; por los rcspeciivos nwmcxs qui
se consigiran en los n-rcridos autos, como se ha demostrado y probado con el aporte de dichos
docuiiienlos depositatlos en este caso; b). Que en fechas 4. 8 y 9del mes de julio del año 2019,
fueron inscritas las hipotecas judiciales a fasor de los .señores indicadu.s anteriormente, conforme
se puede Ncrificar en las Certificaciones cxjiedidas por el Registro de Títulos de San FraiK-isco de
Macoris y .Samo Domingo, en fechas 5 de diciembre de 2019, 27 y 28 de enero de 2020, y 3 de
diciembre de 2019; c). Que en fechas respectivas 18 y 19 del nws de julio año 2019, los hoy
demandados irKoaron demandas en validez y ai fondo de tas hipotecas judiciales inscritas con
anterioridad a! proceso de rceslructuraciHin de la sociedad Munnc, S.R.L.. mediante los actos
números 1365-2019. y 1399-2019. el primero del Minisieria! Rafael Martínez Ahnánzar,
Alguacil Ordinario de la Corte de Trabajo del Departamento Judicial de San Francisco de
Macoris. y el segundo del Ministerial Cúsar A. Balbuena Rosario, Alguacil Ordinario de la
.Segunda Cámara Civil y Comercial de) Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Duarte, confonnc prueban las documentos depositados en este caso; y d| Que la Segunda .Sala de
la Cámara Civil y Comercial del ITi.sirito Judicial de ÍXiartc, se enciicnira afiodcrada de las
demandas al fondo y en validez de hipoteca judicial prov isiunal, daños y perjuicios, incoadas por
los señores Enmanuel Rafael Castellanos y compartes; y Marielly Ah. Espinal Radia y compartes,
confonnc se puede verificar y comprobar en las Certificaciones expedidas en fechas 26 y 28 de
abril del año en curso, por la Secretaria Titular de dicha Cámara Civil; y depositadas ante este
tribunal.

Segundo: Comprobar y verificar, que en fecha i 7 del mes de julio del año 2ÜI9. fue solicitado por
Murtnc, S.R.L., un proceso de restructuración en virtud de la Ley 141-15 tlcl 7 de agosto de! año
2015; y habiendo este honorable tribunal, emitido en fecha veintidós (22) del mes de julio del año
dos mí! diecinueve (2019). en atribuciones de Tribunal de Rcc.structurución y Liquidación de
Primera Instancia de) Distrito Nacional, la Resolución mim.l532-20l9-SRES-(XXX)7, mediante la
cual acepta la solicitud de a-cstructuración mercantil de la sociedad Munnc. .S.R.l... es decir, 19 v
14 días después de obtenido el auto de autorización de inscripción de hipotecas, cuvxs
inscripciones se realizaron por ante los Registros de Títulos de San Francisco de Macoris y Santo
Domingo, en fechas respectivas 4. 8 y 9 de julio de) año 2019. confonnc verifica y prueban las
Certificaciones del Estado Juridico de los Inmuebles, de fechas 5 de diciembre de 2019, 27 y 28
de enero de 2020, y 3 de diciembre de 2019. depositadas en el presente expediente.

Tercero: Declarar la incompetencia de atribución de la Décima Sala de la Cámara Civil y
Comercial del Juzgado de Primera instancia de) Distrito Nacional, especializada en materia
comercial, en funciones de Reestructuración y Liquidación ilc Primera instancia, para conocer.
in.slniir y fallar el fondo de la solicitud de cancelación o levantamiento de hipotecas judiciales,
inscritas con anterioridad al proce.su de restructuración, comprobado y verificado con los
documentos aportados y con la ley que rige la materia; y de la su.spensión y desapoderamiento
por parte de la Segunda Cámara Civil y Comercia) del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Uuarle, del conocimiento de las demandas en valide/ de hipotecas
judiciales y cobro de pesos interpuestas por los concluyentes, así como de la remisión de ios
expedientes relativos a dichas demandas por ante este tribunal; en virtud de que de
conformidad con las disposiciones consagrada.-; en el articulo 23 de la Ley 141-15, Ixs solicitudes
referidas precedentemente, en castr de qtrc pnjccdicrcn, son de la competencia del Iribuiwl
apoderado con antcriondad a la solicitud y autorización de iniciar el proceso de reestructuración,
y por via de consecuencia, ci conucknicnio del fondo de las solicitudes de marras, a) imponerse la
cumpctcncta de los tribunales de la jurisdicción civil ordinaria, que en ct ca.su de la especie lo es
la Segunda Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera InsiarKÍa del Distitro Judicial de
Duarte. por encontrarse apoderada previamente del conucimicnio de la demanda en validez de
inscripción de las hipotecas judiciales rcferHlas en el ordinal que antecede, que es el único tribuna)
competente para conocer sobre el levantamiento de dichas hipotecas, ii>compctcncia soKcilada,
que puede la juez declararla aún de oficio pe» ser de orden público, en virtud de las disposiciones
de la ley de la materia y el principio de legalidad. Todo en virtud de los razones expuestas en el
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Titulo I del présenle escrito de defensa; y en fiel aplicaciw> de las disposiciones de los aniculos
2, 3.4. 21. 24. 26 de la Ley No.834 del 15 de julio del arto I97X; artículo 45 de b Ley 821 de 1845;
artículo 59 del C6digo de Procedimiento Civil; artietilos 22.23. y otros de la Ley No. 141.15 del
7 de agosto del aAo 2015. sobre Rcstrucluración y Liquidación <íc Empresas y Persontis Físicas
Comerciantes; los principios de lealtad, de iransparencia. de igualdad, de seguridad y estabilidad
jurídica, de irrciroaclividad, de facultad, de tutela judicial efectiva diferenciada, del debido
proceso, del control de legalidad, y los artículos 48. 54. 55. 59. 130 v 133 del Código de
Ptoccdímicnio Civil; artículos 7.2. 7.4 y 7.5 de la Ley 1.37-2011; y los aniculm 39.40.15, 51. 68.
69. 74. 110. m de la Constitución de la Rcpiiblica; y de la Resolución núm. 1920del ano 2003.
dictada por la Suprema Corte de Justicia, conocida como bloque de constitucwnalidad |*occsal.

Quinto, Declinar el conocimiento de tas soIiciiiKies consignadas en la instancia (demanda) de
fecha 13 de julio de 2022. realizada por el Conciliador Lic. Jo.sc Enrique Pérez, por ante la Seguntia
Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duartc. por
tratarse de un asunto de la competencia única y exclusiva de esa jurisdicción, en virtud de la
atribución cwifcrida c.xprcsamcnte ptw los artículos 48 al 55; 59 al 60 del Código de Procedimiento
Civil; artículos 23.1 entre otros de la Ley No.l4l-2015 del 7 de agosto del 2015, sobre
Rcsiructurución y Liquidación de Empresas y Persona.s Físicas comcrcianics.

Sexto: En la hipótesis de oposición de estas conchtsíones. se le condene al oponente, al pago de
las costas del procedimiento, ordenando su distracción en provecho de los abogados de la parte
concluyeme, quienes afirman esiarbs avanzando en su mayor pone.

BAJO LAS MAS AMPLIAS RESERVAS EN DERECHO

Coticlusiottes «I fondo, de la demanda en cueatlón. Ea el Hipotético e improbable caie que
las coaclusiones incidentales no sean acogidas.

Pfjtitero: Rechazar en toda su.s panc.s. la demanda en .solicitud de cancelación o levantamiento de
hipotecas judiciales, suspensión y conocimiento por parte de la Segunda Cámara Civil y Comercial
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duartc. de las demandas en validez de
hipoteca judicial y cobro de pesos Imcrpucslas por los demandados, así como de la remisión de los
cxpcdicmes relativos a dichas demandas por ante este tribunal, realizada por el Conciliador Lic.
José Enrique Pérez, mediante instancia de fecha 13 de julio de 2022. por uno o varios de los
siguientes fundamcnto.s de derecho y vcrifícablc;

1.- Por ser una demanda improcedente, infundada, carente de base legal y de bs justas pruebas;

2.- Porque toilo tribuna» de la República, debe activar b tutcb judicial efectiva para salvaguardar
el derecho de iguakbd. de lealtad, de prefación, de estabilidad, de seguridad jurídica y de defensa
de la parte demandada y de propiedad, como son dichas inscripciones hipotecarias; so pena de
vulnerar la certeza de b prcdeiemiinación del derecho escrito, debiendo rechazar la suspensión y
desapoderamiento solicitada por la pane demandante, ya que previamente se encontraba apixlcrada
b Segunda Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Duaite, (fe bs demanda referidas, ya que e.stc tribunal es el tribunal natural para conocer de cslc
asunto, dado la certeza y prcvcitción de la seguridad jurídica; y es el único competente para
pronunciarse sobre su propio apoderamicnio. dado el grado de horizonblidad judicial.

3.- Porque, con una ojeada, por este tribunal, se puede verificar y comprobar que en fechas tres (3)
y 8 (ocho) de julio del aik> 2019, fueron emitidos tos autos Nos. I35-20I9-SAUT-00060 135-
20I9.SAUT-0006I. I35-20»9-SAUT-0()062; y 135-20I9-SAUT-00066. por la Segunda Cámara
Civil y Comercia) del Juzgado de Primcta Instancia del Disfrito Judicial de Duarte, que contienen
autorización para trabar embargos conservatorios, rctcnlivos e inscripción de hipoteca judicial
provisional sobre los bienes inmuebles propiedad de b sociedad comercial Munné. S.R.L,, a
requerimiento de los señores Enmanucl Rafael Castellanos y compartes; y MaricHy Ah. Espinal
Badía y companes. (Ver Certificaciones del Estado Jurídico de inmuebles de fecha 5 de diciembre
de 2019, 27 y 28 de enero de 2020 y 3 de dieiembrc de 2020. encontrándose dicho tribunal
apoderado de b validez de dicha inscripción, y mantener a dichos acreedores, en la categwta de
acreedores garantizados.

4.- Porque, en fechas 4. 8 y 9 de julio de 2019, se depositó la doble factura de inscripción de
hipoteca judicbl provisional en los Registros de Títulos de Son Francisco de Macoris y Santo
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Domingo, a los fines de inscribir hipuiccas judiciales provisionales sobre k» inmuebles y sus
mejoras, con lo cual prueba lo inconciliable de dicha.s inscripciones con la demanda de cancelación
o Icvantamicnio de las hipotecasjudiciales. su.spcn.sión y contKimienio de las demandas en validez
de hipoteca judicial y cobro de pesos mlcrpuesias por los demandados, asi como de la remisión de
los expedientes relativos a dichas demandas por ante este tribunal, al ser ctrntrario ul derecho, este
tipo de demanda, sino, propio de un cn.sayo juridico de tipo doloso. (Ver piezas Nos. 1.2.3.4).

5.- Porque en el castr de la especie hay acreedores que no forman porte del Plan de Rccstnicluración
presemado en la asamblea de fecha 7 de julio del año 2022. dentro de los cuales podemos citar;
Manelly Allagracia Kspinal Badia. Antonio .Sobrino Vicente. Luis Ezeqüiel Ooii/álea Rspinal.
Rzcquiel José González Espinal, Fkks María Espinal Martínez de González, Ezequiel Antonio
González Comelio. Klerida Benilia Martínez de Espinal. Lorenza Guillemiina Cornelio y
C apellan, entre oiiys. a quienes no se le debe aplicar la Ley de Reestructuración, ni su reglamento
de aplicación; y así evitar actuar de manera arbitraria y caprichosa. Además, de que la garantía del
cobro de las acreencias de estos acreedores radica en las hipoittcas judiciales inscritas; actuar de
lorma contraria, constituiría una vulneración a la tutela judicial efectiva y al estado de derecho,
que debe ser garantizado por lodos los tribunales, de conformidad con la Constitución Dominicana.

6.- Porque seria dc.sconoccr el principio jurídico de indivisibilidad de las hipoteca» donde
confluyen personas que no forman pane del supuesto plan de rcc.stnKturación; asi como el

favonihilidnd consagrado en la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional No.l37-

7.- Porque a ningún ciudadano se le debe vulnerar un derecho previsible y protegido por una ley
positiva cornti ocurre en el caso de la especie, donde los demandudos coiicluycmcs han consolidado
su derecho con dichas inscripciotics.

b,- Porque la acción que pretende el demandante-solicitante sea aprobada, persigue que vos decida
afectar derechos adquiridos por titulares de iaseripciuncs hipotecarías, que inicíamn sus acciones
y pt»r consecuencia asentaron sus derechos hipotecarios, antes de que fuera solicituda la
autorización para su rccsiruciuraclón por Munné S. R. L.. es decir, antes de que este tribunal que
usted preside fuera apoderado y autorizara el inicio del proceso de reestructuración, por lo que no
puede tratarse esta solicitud como sí fuera una fa.sc del proceso de reestructuración, sino, de un
procc.so ya iniciado ante otra jurisdicción con atribuciones distintas a la de esta sala, debiendo
observarse y darle el tratamiento de los procesos ordinarios y no especial como el ca.so del proceso
de reestructuración, ya que afecta los principios de igualdad y de seguridad jurídica contemplados
en los aníciilos 39 y 110 de la Constitución.

9.- Porque, la demanda en validez, y al fondo de las hipotecas judiciales provisionales inscritas
soIkc los inmuebles objeto de la presente litis, fueron incoadas por Enmanucl Ca.steHanos y
compartes, conforme consta en el Acto No.l365-2019. de fecha 18 de julio del año 2019, del
Ministerial Rafael Martínez Almánzar. Alguacil Ordinario de la Corte de Trabajo' del
Departamento Judicial líe San Francisco de Macurís; siendo acreedores garantizados los
exponenies; que jamás podrán ser dejados en el aire y contrario al derecho. (Ver pieza No.9).

10.- Porque, la demanda al fondo y en validez de las hipotecas judiciales provisionalc.s. incoadas
por los señores MaricHy AIi. Espinal Badia y compartes, se realizaron en fecha 19 de julio del año
2019, conforme consta en el Acto No.l399-2ÜI9 del Mmistcriaí Cesar A. Balbucna Rosario.
Alguacil Ordinario de la Segunda Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Duartc, siendo acreedores garantizados los exponentes; que jamá.» podrán ser
despojados de derechos precxisicnics y garantizados. (Ver pieza No.a).

11.- Porque, las inscripciones hipotecarias referidas en el cuctpo de la presente instancia, se
realizaron con anterioridad a la solicitud de recstructurución; por k) que procede el rechazo de la
presente demanda-solicilud, y se impone el j^nci^Ño de oponibíNdad de dichas inscripckMies,
reforzado pm-el principio de seguridad jurídica. (Ver piezas Nos. 1,2,3 y 4).

12.- Porque, siendo inscritas dichas hipotecas, así como realizadas las respectivas demandas en
validez y al fondo de la.» mismas con anterioridad a b solicitud de restructuración; puesto, que b
solicitud de reestructuración de la empresa deudora Munnc, S.R.L., fue de fecha 17 de juHo de
2019 y la Resolución No.l532-20)9.SRES-0000(í7. de fecha 22 de julio de 2019, dictada por la
Décima Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional; y las
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mscnpcioncs de las hipoiecas judictales referidas se realizaron en fechas 4, x y 9 de julio del 2019
COTforme las Cen.í,cacioncs de l« Registros de Títulos de San Francisco de Macoris y Sanw
Domingo, resulta improcedente c infundada la presente denwnda en justicia, conforme al derecho-
y como se p«dc verilicar y comprobar que la Segurula S.ila de la Cámani Civil y Comercial del

f  i 7" encuentra apoderada de lasrefendas demantfes en validez al fondo de las cicadas hipotecas, en virtud de las Certificaciones
expedidas en fechas -6 y 28 de abril del arto en curso, por la Secretaria Titular de dicha Cámara
CiMl. y dcprKitadas ante este tribunal, como piezas Nns.5 y 6; por lo que este tribunal, debe

rm"í r- I aplicación de los aniculos1315del CodigoCivil y 40.15 de la Cunstiiuciúnde la República.

13.- Porque el levantamiento de las inscripciones de dichas hipotecas, es un pedimento de
^olacum a los artículos 110 y 111 de la Constitución de la República, que establece el principio
de irretrtwlividí^ tie cualquier ley o acto pueda afectar situaciones jurídicas, derechos adquiridos

? Pfod"cida.s con anterioridad, estando reforzado estos fundamcnttw por el artículo74 2.4. de la Coítóiitucion. así como los artículos 52. 68. 69. 138. 139 de la referida Carta Maena
y los arttculüs 7.2. 7.4 y 7.5 de la Uy 137-2011 sobre Procesos Constitucionales y de las
Convenciones de los Derechos Humanos y Pactos de Derechos Civiles y Políticos-Pacto de .San
Josc; por k> qite procede el rechazo de In presente demanda.

14.- Porque, toda peleona tiene derecho a una tutela judicial efectiva y a un debido proceso
garanlizáiidolc el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, con libre acceso a ta justicia,
cMabihdad y segundad jurídica; por lo que procede el rechazo de la presente demanda o solicitud,
al ser un atentado a un derecho previamente establecido, ««no son la.s inscripciones hipotecarias.

15.- Porque, el principio de la seguridad jurídica, consistente en la garantía que ofrece el Estado
Dominicano, a toda persona que serán respetados sus derechos con.sagrados en la Constitución y
en las leyes, y que no pueden ser alterados o vulnerados posterionneme contraviniendo la norma
jundica en vinud de la cual esos derechos han sido adquiridiw por los ciudadanos, como son estas
inscripciones.

16.- Porque, todo tribunal del orden judicial, tiene el deber y la obligación, de velar y vigilar
porque los procedimientos a cargo de las partes procesales, se cumplan como indica la lev. en
especial, en la observancia del debido proceso y garantías sustanciales y objetivas.

17.- Pwquc, la ConstitucuSn de la República, es la princip.il y más importante regla de derecho y
por ende su imcrprciación no puede escapar a los tribunales de la República, que conforman el
orden del Poder Judicial, en fiel aplicación del artículo 6 de la Constitución de la República, que
establece "Todas la.s personas y los órganos que ejercen potestades pi'iblicas están sujetas a la
Constitución, norma .suprema y fundamento del ordenamiento jurídico del Estado. Son nulos de
pleno derecho toda ley. decreto, resolución, reglamento o acto contrarios a esta Consiitución;
siendo las demás nonnas jurídicas subordinadas a la Constitución, asi como todo el accionar de
los funcionarios. De manera que constituye un deber ineludible de todo Iriburml de la República
aplicir las disposicione.s conslilucionales. como norma superior, con el fin de asegurar el régimen
de derecho que debo prevalecer en nuestra sociedad actual, v en caso de ser contraria expulsarla
del sistema jurídico dcla República.

18.- Porque, los tribunales de la República, son vigilantes de los derechos individiwlcs. sociales y
económicos consagrados en la Coruilitución de ia República, y como medio eficaz de prolección a
esos derechos, deben velar por el cumplimiento y aplicaciim de las normas destinadas a garemiz.ar
los mismos, con la finalidad de constituir un verdadero Estado de Derecho, con reglas claras.

19.. Por violación al principio de <^x>nibiHdad de las inscripciones de dichas hipotecas y el orden
de prclación de pagos; que debe ser respetado en todo estado de derecho legal.

20.- Porque, ningún privileg» puede ser levantado o radiado, hasta tónto no les scait pagados k»
créditos garantizados con las inscripciones hipotecarias realizadas por los acreedores conckiyentes.

21.- Por violación de los principios de seguridad jurídica de dichos acreedores garantizados; de la
estabilidad jurídica; del trato de igualdad entre iguales.
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22.. Pof conxlituir dicha solicitud una vulneración de los anicuk» 54, 55 56. 57. 59 del Código de
Proccdimienio Civil; y a los artículos 23 y 26 de la Ley No.l4l-l5 del 7 de agasto del año 2015,
sobre Restructuración y Liquidacu'wi de Lmpresas y Persona.s Físicas Comerciantes; y violacjón a!
anículo 1315 del Código Civil.

23.- Por ser contraria a los principios de lealtad, de transparciKta, de igualdad, de seguridad y
estabilidad jiiridtcn. de irrctroactividad. de facultad, de tutela judicial efectiva diferenciada, del
debido procc.so, del control de legalidad;

24.. Por ser violatoria a los artículos 7.2. 7.4 y 7.5 de la Ley 137-2011 de Jos procesos
consmucionaics; artículos 6.39,40.15.51,68.69.74. 110.111 de la Constitución de la República-
y de la Resolución Jiúm. 1920 del año 2(KI3. dictada por la Suprema Corte de Justicia, conocida
como bloque de constiiucioniilidaü procesal;

25.- Por dicha demanda ser un alentado al objeto de las inscripciones hipotecarias de la potestad
de los tribunales civiles ordinarios no de esta jurisdicción especializada para fines de
reestructuración y liquidación; con sustracción de la competencia del tribunal natural y c<»npcicnte
de esas acciones legales y previstas en la ley.

26.. La pane demandante swticnc que es menester ordenar el levantamiento de las hipoteca.s
judiciales provisionales referidas, ya que ponen en riesgo la ma.sa de activo, el pago a la mayoría
de los acreedores, así conro la ejecución del plan, lo cual es indifcrcme en el presente caso, todo
lo cu.il constituye un irrespeto al derecho, por carecer de veracidad, toda vez que dichas
in-scnpciones « realizaron conrormc al derecho y por acreedores que no forman parte del plan de
reestructuración, pero con calidad para hacerlo; y cuyas actuaciones fueron mucho antes de la
«ilicitud realizada por la tleudora a este tribunal de acogerse a la Ley 141-15.

tn la hipótesis de oposickm de estas conclusiones, se le condene al oponente, al pago
de las costas del procedimiento, ordenando su distracción en provecho de los abogados de la pane
concluyeme, quienes afirman estarlas avanzando en su mayw parte, como aspecto supletorio de la

Icrccro; En todo caso, y en ta hipótesis que el tribunal acoja cualquiera de las conclusiones
ordene a los Registros de Títulos de San Francisco de Macoris y Santo Domingo, mantener, dichas
Inscripciones; y en caso, de que se encontrasen levantadas dichas inscripciones, se ordene la
restitución de las mismas, en ht)ra. día. nws. arto, y asiento de derecho registral acccsono de los
inmuebles descritos en el cuerpo del presente recurso, como tutela judicial efectiva.

a hi parte concluyeme, un plazo de quince (15) dias. a partir del vencimiento
de cualquier plazo que se le pueda conceder a la parte oponente, para producir un escrito
ampiiatorioderundamcniación yjustificativojurídicamente de estas conclusiones de derecho, pora
que se de y se cumpla con el debido proceso de ley que indica la Constitución de la República.

B.AJO U\S M.\S AMPLIAS RESERVAS EN DERECHO

A fin de que mis requeridos no aleguen ignorancia o desconocimiento, asi se los he notificado en
manos de l« personas con quienes dije haber hablado en el lugar de mis respectivos traslados ames
ubicados, dejándoles a cada uno por separado una copia lid y conforme al original del
el cual consta de 20 (veinte) páginas, que firmo, sello y rubrico tantMn el original como en cada ur
de Stis copias titiles, de todo lo cual Certifico y doy fe. Costo RDS
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